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 Presentación 

 Sergio López Ayllón y Pedro Salazar Ugarte 

 El  derecho  electoral  es  un  espacio  privilegiado  para  observar  la  interacción  entre  derecho  y 
 política.  En  México,  las  distintas  “reformas  políticas”  que  buscaron  imponer  las  muy  variadas 
 demandas  de  los  actores  políticos  y  dar  estabilidad  a  un  sistema  electoral  en  constante 
 transformación  han  creado  un  marco  complejo.  Parte  del  nuevo  marco  (1994)  incluye  la 
 creación  de  una  jurisdicción  especializada  que  cuenta  con  autonomía  constitucional  de  la 
 jurisdicción  ordinaria.  Si  bien,  permite  que  los  tribunales  decidan  con  conocimiento  técnico  de  la 
 materia,  también  les  permite  ejercer  un  control  sustantivo  mucho  mayor  sobre  los  órganos 
 administrativos. 

 En  noviembre  de  2016  el  Senado  de  la  República  eligió  a  la  nueva  integración  de  la  Sala 
 Superior.  Algunas  decisiones  de  este  órgano  a  partir  de  2018  mostraron  un  tribunal  que,  en 
 algunas  ocasiones,  decidía  orientado  por  criterios  de  oportunidad  política  que  favorecían  al 
 poder  en  turno  y  luego  se  buscaba  racionalizar  jurídicamente  con  base  en  argumentos  poco 
 robustos.  Luego  de  la  elección  de  2018  se  presentaron  nuevos  casos  en  los  que  la  Sala 
 Superior  ha  buscado  favorecer  al  nuevo  partido  en  el  poder.  El  libro  busca  dar  cuenta  de  las 
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 decisiones,  revisarlas  y  poner  en  evidencia  como  la  lógica  política  ha  ganado  la  batalla  a  la 
 racionalidad jurídica  . 

 Prefacio. El problema de siempre con la justicia electoral: ¿hasta cuándo? 

 Ana Laura Magaloni 

 Este  libro  pretende  analizar  críticamente  algunas  decisiones  clave  de  la  justica  electoral 
 mexicana,  principalmente  de  la  Sala  Superior  del  Tribunal  Electoral  del  Poder  Judicial  de  la 
 Federación.  Este  nuevo  análisis  se  da  a  la  luz  de  el  gran  déficit  argumentativo  de  la  justica 
 electoral.  Las  sentencias  siguen  sin  contar  con  la  robustez  técnica,  solidez  jurídica  y 
 razonabilidad  que  necesitan  para  dotar  de  certidumbre  jurídica  que  requieren  los  procesos 
 electorales.  Pareciera  que  esta  falta  de  solidez  argumentativa  no  sólo  afecta  a  los  casos  más 
 relevantes, sino que es un fenómeno transversal. 

 Prólogo 

 Hugo Alejandro Concha Cantú 

 El  Tribunal  Electoral  se  pensó  como  una  institución  clave  y  como  garantía  de  la  democracia  y 
 como  la  máxima  autoridad  jurisdiccional  en  la  materia.  Hay,  pues,  un  modelo  dual  de  la 
 autoridad  electoral:  un  órgano  administrativo  encargado  de  las  actividades  de  organización  y 
 una  autoridad  jurisdiccional  para  resolver  todas  las  controversias  y  conflictos  derivados  de  la 
 aplicación  de  leyes  electorales.  En  1994  y  1996  se  ciudadanizó  la  autoridad  electoral  y  se  le 
 dotó de autonomía constitucional. 

 Otra  característica  fundamental  del  modelo  electoral  mexicano  es  que  propicia  la 
 litigiosidad  de  manera  irrestricta.  Se  pretende  que  la  Ley  General  del  Sistema  de  Medios  de 
 Impugnación  contemple  procedimientos  conocidos  y  específicos  para  los  diferentes  conflictos 
 que  se  puedan  presentar.  Aunque  jurisdiccionalmente  la  autoridad  administrativa  puede  conocer 
 algunos  asuntos,  la  instancia  formalmente  jurisdiccional  se  convierte  en  la  máxima  autoridad 
 electoral,  pues  tiene  la  posibilidad  de  corregir  cualquier  asunto  que  se  le  presente.  Así,  la 
 justicia  electoral  ha  ocupado  un  lugar  desproporcionado  y  distorsionado  en  el  proceso  de  toma 
 de  decisiones  de  la  materia  electoral  que  ha  presentado  dos  fenómenos  adicionales:  un 
 crecimiento  desmedido  de  normas  y  una  intención  política  de  captura  de  la  institución  a  manos 
 del gobierno. 

 Desde  la  segunda  integración  de  la  Sala  Superior,  los  intereses  políticos  lograron 
 imponerse  en  las  decisiones  importantes  de  esta  decisión.  Desde  2007  la  academia  mostraba 
 preocupación  a  que  el  tribunal  electoral  pareciera  buscar  una  posición  política  y  no  un  ejercicio 
 neutral  de  control  constitucional  y  legal  de  la  autoridad  administrativa.  Para  2016,  con  la 
 renovación  de  todos  los  integrantes  de  la  Sala  Superior,  el  Senado  actúo  en  prejuicio  del 
 artículo  transitorio  al  extender  los  periodos  de  algunos  magistrados  por  lo  que  interfería  de 
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 manera  directa  en  la  organización  del  Poder  Judicial.  Ante  el  estado  preocupante  del  tribunal, 
 particularmente  por  la  mala  argumentación  de  las  sentencias,  la  obra  busca  introducir  una 
 nueva perspectiva de crítica en el abordaje de los trabajos que contiene. 

 Estudio introductorio. Ni tribunal ni electoral 

 Javier Martín Reyes y Juan José Garza Onofre 

 El  Tribunal  Electoral  tiene  una  función  medular  en  el  sistema  electoral  mexicano:  no  sólo  es  el 
 árbitro  que  vigila  la  aplicación  de  las  reglas  del  juego  y  pone  punto  final  a  los  comicios  que 
 determinan  las  autoridades  democráticamente  electas.  El  tribunal  debe,  idealmente,  armonizar  y 
 hacer  funcionar  diferentes  piezas  del  andamiaje  institucional  para  proteger  las  decisiones  que 
 se  toman  en  las  urnas.  Y,  para  bien  o  para  mal,  ahora  que  el  resultado  final  de  la  elección  no 
 sólo  depende  de  las  urnas  la  independencia  judicial  es  necesaria  para  garantizar  la  estabilidad 
 democrática. 

 Lamentablemente,  quienes  integran  a  la  Sala  Superior  desde  hace  un  tiempo  se  han 
 enfocado  en  dictar  una  serie  de  sentencias  no  sólo  cuestionables  en  términos  técnicos,  sino  que 
 han  tenido  el  efecto  de  poner  en  entredicho  el  funcionamiento  de  algunas  piezas  del  sistema 
 electoral.  Y  esto  se  ha  replicado  en  las  distintas  integraciones  de  la  Sala  (como  se  ha  visto  en 
 análisis  previos).  Desde  un  análisis  de  las  sentencias  se  pueden  observar  las  lógicas  políticas  e 
 incluso  partidistas.  En  consecuencia,  la  obra  tiene  estudios  jurídicos  y  de  otras  disciplinas  que 
 buscan  dar  una  mirada  al  funcionamiento  de  un  órgano  tan  relevante  y  complejo  como  el 
 TEPJF. 

 El  análisis  tiene  la  firme  convicción  de  que  la  crítica  a  los  árbitros  es  indispensable  en 
 cualquier  Estado  que  aspire  a  realizar  los  valores  de  la  democracia  constitucional.  Busca  servir 
 para identificar y corregir algunos principales problemas de la justicia electoral. 

 El acto político de la ampliación del periodo de duración de cuatro magistrados de la 
 Sala Superior del Tribunal Electoral avalado por la Suprema Corte. Acción de 

 inconstitucionalidad 99/2016 y su acumulada 104/2016 

 Raúl Mejía Garza y Laura Rojas Zamudio 

 Al  terminar  la  segunda  integración  de  la  Sala  Superior  se  publicó  en  el  DOF  una  reforma 
 electoral  que  establecía  que  la  elección  de  los  integrantes  de  la  Sala  Superior  debía  ser 
 escalonada,  delegando  a  la  ley  las  reglas  y  procedimiento.  Cada  magistrado,  después  de  esta 
 integración,  duraría  nueve  años  improrrogables.  Así,  se  condujo  el  proceso  para  elegir 
 Magistrados  de  acuerdo  con  el  proceso  y  se  acordaron  los  términos  de  cada  uno  de  ellos  de 
 manera  que  quedaran  escalonados.  Después  de  elegidos  los  magistrados,  se  modificó  la  Ley 
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 Orgánica  del  Poder  Judicial  de  la  Federación  y  de  la  Ley  General  del  Sistema  de  Medios  de 
 Impugnación  en  Materia  Electoral  para  ampliar  el  periodo  de  cuatro  magistrados.  Al  respecto,  se 
 impugnó el cambio y esto fue conocido por la Corte. 

 El  primer  proyecto  de  sentencia  declaraba  inconstitucional  la  reforma.  Sin  embargo,  seis 
 ministros votaron en contra y se propuso un nuevo proyecto que establecía que: 

 ●  El  congreso  no  era  incompetente  para  modificar  los  ciclos  del  primer  escalonamiento 
 porque los magistrados aun no habían rendido protesta. 

 ●  El  congreso  no  invalidó  la  facultad  de  la  Cámara  de  Senadores  para  definir  quienes 
 debían  ocupar  los  cargos  y  su  duración  porque  los  “periodos”  se  siguen  cubriendo  por 
 las  mismas  personas  en  el  orden  señalado  por  los  Senadores,  sólo  con  distintos  tiempos 
 de duración. 

 ●  No  se  invalidó  la  competencia  de  la  SCJN  en  su  función  de  selección  de  ternas  porque 
 esta función no cambió por la modificación de turnos. 

 ●  La  ampliación  no  rebasó  la  barrera  constitucional  de  nueve  años  en  la  duración  del 
 cargo 

 ●  No  se  advierte  una  lesión  a  las  garantías  de  independencia  y  autonomía  jurisdiccional 
 pues,  al  haber  dudado  menos  la  inamovilidad  de  algunos  magistrados  se  garantiza  que 
 los magistrados se desempeñen profesionalmente. 

 ●  La  pretensión  de  trianualidad  para  empatar  los  comicios  no  es  un  argumento  suficiente 
 para declarar la inconstitucionalidad de la reforma. 

 ●  El  nombramiento  de  los  magistrados  ya  estaba  consumado  pero  el  lapso  de  ejercicio  ni 
 siquiera  había  comenzado  por  lo  que,  mientras  se  respetaran  las  designaciones,  no 
 había inconveniente de aumentar el ciclo escalonado. 

 ●  Las normas no son ni privativas ni retroactivas ni carecen de fundamentación. 
 ●  La  circunstancia  de  la  oposición  de  la  opinión  pública  no  puede  llevar  a  la  Corte  a 

 desatender su obligación de resolver conforme normas constitucionales. 

 El  ensayo  busca  hacer  un  análisis  de  las  opiniones  vertidas  por  los  ministros.  Al  respecto  cobra 
 relevancia  aclarar  que  los  pronunciamientos  de  los  ministros  se  dieron  con  el  proyecto  original 
 que  declaraba  el  artículo  como  invalido.  Así,  Luna,  Pardo,  Medina,  Laynez,  Pérez  y  Aguilar 
 votaron en contra de la declaratoria de invalidez propuesta por los ministros y el resto a favor. 

 Para  los  autores,  cobran  relevancia  varias  reflexiones.  Primero  que,  en  general,  las 
 participaciones  de  los  ministros  ocultan  el  problema  político  que  se  encuentra  detrás  de  la 
 discusión  del  Congreso  de  aumentar  el  periodo  de  duración  de  cuatro  de  los  magistrados 
 electorales  sin  importar  que  se  hubiere  concluido  el  proceso  de  designación.  Los  argumentos 
 sobre  si  se  beneficia  o  no  la  independencia  judicial  con  un  aumento  del  término  del  cargo  ignora 
 que  las  garantías  no  sólo  son  individuales,  sino  institucionales,  así  como  de  la  integración 
 escalonada:  o  sea,  el  Congreso  modificó  las  condiciones  institucionales  de  un  órgano 
 constitucionalmente integrado. 
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 Desde  un  inicio,  la  integración  de  la  Sala  Superior  obedeció  a  intereses  políticos 
 circunstanciales, lo que generó un vicio en la integración originaria del órgano. 

 Una nulidad que no fue: reflexiones sobre fiscalización y jus�cia electoral a propósito del rebase 
 e�mero de la campaña de Miguel Riquelme a la gubernatura de Coahuila 

 Camilo Saavedra Herrera 

 La  historia  de  las  elecciones  en  México  ha  estado  marcada  por  una  dinámica  entre  conflicto 
 político  y  cambio  jurídico.  En  2014  ocurrió  una  ambiciosa  reforma  de  fiscalización  que  implicaba 
 un  endurecimiento  de  las  regulaciones  relacionadas  con  la  obtención  y  uso  de  recursos 
 económicos  derivaron  de  los  polémicos  resultados  de  fiscalización  del  IFE:  rebase  de  tope  de 
 gastos  de  campaña  de  AMLO  y,  a  pesar  de  los  recursos  que  erogó  EPN,  éste  no  superó  el  tope 
 de  gastos.  En  consecuencia,  de  esto,  se  hicieron  tres  modificaciones  al  art.  41  de  la  CPEUM: 
 (1)  el  INE  se  haría  cargo  de  la  fiscalización  de  todos  los  partidos  y  candidaturas;  (2)  se  abrió  la 
 puerta  a  que  se  declararen  nulidades  por  rebase  de  tope  de  gastos  y  obtención  o  uso  de 
 recursos  de  procedencia  ilícita  ;  y,  (3)  que  el  INE  debía  emitir  los  resultados  de  fiscalización  de 
 las campañas antes de la conclusión de procesos electorales. 

 Para  el  autor,  la  introducción  a  la  CPEUM  de  nulidades  por  rebase  de  gastos  profundizó 
 la  judicialización  de  los  resultados  de  fiscalización,  lo  cual  propició  la  politización  de  las 
 resoluciones  del  TEPJF.  Particularmente,  es  relevante  el  caso  de  la  fiscalización  de  la 
 gubernatura de Coahuila en 2017. 

 Antes  de  analizar  la  sentencia,  el  autor  discute  que  de  la  reforma  de  2014  emergió  un 
 diseño  institucional  sofisticado  y  difícil  de  implementar  por  la  complejidad  del  modelo  de 
 distribución  de  competencias.  Respecto  a  fiscalización  se  hicieron  modificaciones 
 fundamentales:  (a)  se  trasladó  a  las  entidades  federativas  la  fórmula  para  el  cálculo  y 
 asignación  de  financiamiento  público;  y  (b)  se  preservó  en  las  autoridades  locales  las  facultades 
 para  legislar  y  determinar  los  límites  a  ingresos  de  fuentes  privadas.  Es  decir,  no  resolvió  la 
 tensión  de  la  fiscalización,  sino  que  la  trasladó  al  ámbito  local.  Esto  tuvo  una  consecuencia 
 inmediata:  hubo  un  incremento  sustantivo  en  el  financiamiento  público  en  29  de  las  32 
 entidades federativas del país. 

 Instrumentar  el  nuevo  modelo  de  fiscalización  supuso  realizar  acciones  para  que  los 
 resultados  de  fiscalización  estuvieran  listos  antes  de  la  calificación  de  las  elecciones  (el  INE 
 tiene,  en  promedio  37  días  para  fiscalizar  los  informes  de  campaña).  Esta  labor  se  volvía 
 complicada  considerando  la  fragmentación  de  competencias  para  regular  los  topes  de  gasto 
 que  provocó  una  considerable  heterogeneidad  normativa  (en  algunos  estados  se  podía  gastar 
 hasta  30  pesos  por  persona  y  en  otros  menos  de  cinco  pesos).  Estas  complejidades,  sin 
 embargo, no sólo afectaron a la discusión en la sede administrativa, sino también a la judicial. 



 LIBRO 

 La  existencia  de  una  jurisdicción  especializada  aumentó  la  injerencia  del  poder  judicial 
 en  asuntos  democráticos.  Desde  2015  se  multiplicó  el  numero  de  casos  de  fiscalización 
 analizados  por  el  TEPJF,  por  lo  que  implicó  la  renovación  de  la  interpretación  judicial  del 
 régimen  de  fiscalización  a  la  luz  de  las  nuevas  disposiciones  legales  y  constitucionales.  Aunque 
 aumentó  drásticamente  el  número  de  criterios  sobre  fiscalización,  sigue  persistiendo  una 
 escasez  de  criterios  que  precisen  la  nulidad  por  rebase  de  gastos  de  campaña  (a  excepción  de 
 la Jurisprudencia 2/2018, que hizo más compleja la aplicación de la nulidad por rebase). 

 La  sentencia  respecto  a  la  fiscalización  de  la  elección  de  la  gubernatura  de  Coahuila  se 
 dio  en  2017  y,  para  ese  momento,  no  existía  ningún  parámetro  sobre  las  nulidades  por  rebases. 
 Los  hechos  de  esa  sentencia  fueron  que  el  CG  del  INE  definió  que  el  tope  de  campaña  para 
 gubernatura  era  de  $19,242,278.57.  En  Coahuila,  Miguel  Angel  Riquelme  Solís  (PRI)  fue 
 declarado  campeón  por  un  margen  de  menos  de  tres  puntos  porcentuales  respecto  del 
 candidato del PRI. 

 Inicialmente  Riquelme  reportó  $17,315,258.46;  sin  embargo,  el  INE  identificó 
 $3,448,926.08  que  no  fueron  reportados.  Es  decir,  había  habido  un  rebase  de  más  de  un  millón 
 y  medio  de  pesos  (7.91%  del  tope);  por  lo  que  entraba  en  el  supuesto  del  Artículo  41  de  la 
 CPEUM  que  establecía  como  límite  el  5%.  Posteriormente,  el  INE  identificó  más  gasto  sin 
 reportar por más de medio millón de pesos, subiendo a 10.52% el rebase de gastos. 

 Riquelme  impugnó  la  resolución  del  INE  que  identificaba  el  gasto  no  reportado.  La  Sala 
 Superior  resolvió  impugnaciones  en  las  que  le  revocó  seis  conclusiones  de  la  resolución  del  INE 
 que  fueron  decisivas  para  la  acumulación  del  gasto  no  reportado  porque  el  INE  había  analizado 
 de  forma  deficiente  diversos  gastos.  Al  respecto,  el  INE  tuvo  que  expedir  un  nuevo  acuerdo,  que 
 concluyó en que el rebase de gastos se había reducido hasta 1.61%. 

 Posteriormente,  el  PAN  presentó  quejas  respecto  al  nuevo  acuerdo  y  el  INE  concluyó 
 que  había  que  modificar  nuevamente  el  rebase  hasta  9.21%.  Como  era  de  esperarse,  las 
 decisiones  fueron  impugnadas  por  Riquelme  y  el  PRI.  La  Sala  Superior  resolvió  tres  casos  al 
 respecto.  En  el  primero,  adujo  violados  derecho  de  audiencia  de  los  promoventes  por  lo  que,  en 
 lugar  de  contabilizar  84  videos  promocionales,  sólo  contó  dos.  La  segunda,  se  originó  respecto 3

 a  las  remuneraciones  a  representantes  generales  y  de  casillas  y  se  condenó  a  la  reducción  de 
 ellos  debido  a  que  muchos  participantes  habían  asistido  de  manera  gratuita.  La  tercera, 4

 formalizó  los  efectos  de  las  sentencias  anteriores  porque  descontaba  los  otros  dos  montos 
 reducidos, por lo que ahora Riquelme no excedía el monto tope. 5

 De  todo  esto,  hay  dos  problemas  fundamentales.  Por  un  lado,  hay  una  clara  disputa 
 entre  autoridades  electorales:  el  TEPJF  le  cerró  la  puerta  al  INE  de  declarar  la  nulidad  de 
 elección  por  rebase  de  topes.  Por  otro  lado,  la  politización  de  la  decisión  de  la  Sala  Superior:  en 

 5  SUP-RAP-728/2017 
 4  SUP-RAP-687/2017 y acumulados 
 3  SUP-RAP-719/2017 y acumulados 
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 el  caso  fueron  un  conjunto  sucesivo  de  decisiones  que  favorecieron  a  un  mismo  actor  en  2017. 
 Es decir, era evidente que hubo motivaciones y planteamientos políticos. 

 El  autor  recalca  que  en  2014  la  reforma  constitucional  establecía  que  se  podía  declarar 
 la  nulidad  cuando  se  acreditara  objetiva  y  materialmente  las  violaciones  de  un  rebase  superior 
 al  5%  del  tope  establecido  por  el  INE  y  que  la  diferencia  entre  el  primer  y  el  segundo  lugar  fuera 
 menor  al  5%.  La  jurisprudencia  2/2018  (posterior  al  caso  de  Coahuila)  establecía  que  además 
 de  esos  requisitos,  se  debe  acreditar  que  el  responsable  haya  actuado  de  manera  grave,  dolosa 
 y  determinante.  Además,  en  los  casos  en  que  el  margen  de  victoria  fuera  igual  o  mayor  a  5%,  la 
 carga  de  la  prueba  recaería  en  quien  sustente  la  validez  y,  si  fuera  menor,  la  prueba  recae  en  la 
 parte  denunciada.  Con  esto,  la  Sala  Superior  aclara  que  la  determinación  de  una  eventualidad 
 nulidad  corresponde  a  la  autoridad  jurisdiccional  y  establece  criterios  adicionales  a  los 
 establecidos por la Constitución. 

 A  manera  de  conclusión,  el  autor  recalca  el  impacto  de  la  labor  del  Tribunal  en  la 
 aplicación  de  las  disposiciones  constitucionales  sobre  fiscalización.  En  el  caso  de  Riquelme  se 
 evidencia  el  poder  de  la  Sala  Superior,  que  es  capaz  de  decidir  sobre  la  nulidad  o  no  de 
 elecciones.  Posteriormente,  en  2018  emitió  una  Jurisprudencia  que  terminó  por  hacer  aun  más 
 complicada la decisión sobre nulidades. 

 Identidad, autoadscripción y paridad: análisis de la Sentencia SUP-JDC-304/2018 y 
 acumulados del TEPJF 

 Lucero Ibarra Rojas 

 México  ha  avanzado  un  gran  camino  desde  las  épocas  en  que  la  discusión  pública  versaba 
 sobre  la  incapacidad  de  las  mujeres  para  participar  en  la  política.  Sin  embargo,  la  participación 
 activa  de  las  mujeres  en  puestos  políticos,  especialmente  como  titulares  y  en  puestos  de 
 elección  popular,  continúa  enfrentando  múltiples  obstáculos.  Al  respecto,  la  sentencia 
 SUP-JDC-204/2018  es  relevante  porque  reúne  aspectos  relacionados  con  la  postulación  de  17 
 personas  a  concejalías  de  ayuntamiento,  puestos  de  elección  popular  en  Oaxaca,  que 
 afirmaban  una  identidad  de  género  trans  al  autoadscribirse  como  mujeres,  aunque  previamente 
 habían  ocupado  puestos  de  elección  popular  identificándose  como  hombres.  La  sentencia, 
 fundamentalmente,  versa  sobre  los  obstáculos  que  se  renuevan  para  frenar  los  procesos  que 
 podrían traer más diversidad a los puestos de toma de decisiones. 

 En  septiembre  2017  inició  un  periodo  electoral  en  Oaxaca.  No  sobra  recalcar  que 
 Oaxaca  es  uno  de  los  estados  con  mayos  presencia  de  personas  indígenas  y  donde  su  lucha 
 ha  tenido  grandes  triunfos  políticos  y  jurídicos.  En  este  estado,  los  derechos  de  personas  y 
 pueblos  indígenas  han  tenido  una  trayectoria  mucho  más  vanguardista  en  su  reconocimiento  e 
 incorporación  en  el  derecho  estatal.  En  el  caso  concreto,  el  debate  se  da  en  un  municipio  que 
 se  rige  por  el  sistema  de  partidos  políticos,  aunque  estos  municipios  son  minoría  en 
 comparación  con  aquellos  regidos  por  usos  y  costumbres.  Aunque  en  el  municipio  en  particular 
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 rige  el  sistema  de  partidos,  eso  no  significa  que  el  contexto  de  pluralismo  les  sea  irrelevante. 
 Por  el  contrario,  la  diversidad  de  Oaxaca  impacta,  además,  en  la  manera  en  que  se  entiende  y 
 se  efectiviza  la  paridad  de  género  y  las  posibilidades  de  participación  política  de  las  personas 
 de la comunidad LGBT+. 

 En  el  caso  en  concreto,  se  habían  aprobado  lineamientos  en  materia  de  paridad  de 
 género  en  Oaxaca.  El  Instituto  Electoral  local  emitió  un  acuerdo  con  el  cual  los  partidos  políticos 
 se  vieron  en  la  necesidad  de  garantizar  la  paridad  en  el  registro  de  sus  candidaturas.  En  el 
 Acuerdo  se  disponía  que  la  paridad  no  sólo  incluía  a  mujeres,  sino  también  a  personas  de  la 
 comunidad  LGBT+.  Al  respecto,  diecisiete  candidaturas  nuevas  que  fueron  presentadas  para 
 cumplir  con  el  requisito  se  impugnaron.  Estas  denuncias  fueron  presentadas  desde  por  partidos 
 políticos  hasta  colectivos  transgénero  que  argumentaban  que  las  nuevas  candidaturas  estaban 
 ocupadas  por  personas  que  antes  se  habían  identificado  como  hombres  y  que  ahora 
 únicamente se entendían como mujeres para ocupar un puesto de elección popular. 

 No  pasa  inadvertido  para  la  autora  recalcar  que  la  paridad  de  enero  es  clave  para  la 
 consolidación  de  Estados  democráticos.  En  México,  sobre  todo  en  los  puestos  de  poderes 
 ejecutivos,  la  participación  de  mujeres  sigue  siendo  un  pendiente  en  la  agenda  política  nacional. 
 En  el  país  el  progreso  de  las  condiciones  de  paridad  siempre  se  va  refinando  con  el  tiempo  para 
 contemplar  remedios  frente  a  las  argucias  de  los  partidos  políticos  que  nunca  han  visto  como 
 prioridad  la  participación  política  de  las  mujeres  (por  ejemplo,  el  caso  de  “las  juanitas”, 
 postulación de mujeres donde el partido no tiene oportunidad política). 

 Además,  si  el  problema  de  la  participación  igualitaria  de  las  mujeres  es  enorme,  el  de  la 
 comunidad  LGBT+  lo  es  aún  más.  En  Oaxaca,  esto  es  especialmente  cierto  debido  a  que  en  el 
 estado  hay  reconocimiento  de  las  personas  muxes  que  frecuentemente  son  referidas  como  un 
 tercer  género  (especialmente  en  el  Istmo).  A  estas  personas  se  les  suele  identificar  con  el  sexo 
 masculino  al  nacimiento  y  posteriormente  adoptan  expresiones  de  género  usualmente 
 atribuidas  a  las  mujeres.  En  este  contexto  es  que  se  da  el  lineamiento  de  la  autoridad  Electoral, 
 que  buscaba  alcanzar  la  paridad  de  mujeres  y  de  la  comunidad  LGBT+.  Aun  así,  no  pasa 
 desapercibido  que  las  diecisiete  candidaturas  que  fueron  impugnadas,  sólo  una  de  ellas  fue  en 
 un municipio del Itsmo en donde las identidades muxes son ampliamente reconocidas. 

 El  asunto  fue  analizado  por  la  Sala  Superior.  El  tema  más  relevante  es  el  de 
 autoadscripción  ya  que  los  lineamientos  emitidos  por  la  autoridad  electoral  local  parten  de  la 
 buena  fe  en  la  que  únicamente  es  necesario  que  la  persona  se  entienda  a  sí  misma  como 
 perteneciente  a  una  comunidad  para  que  la  autoridad  lo  reconozca  como  tal.  Se  plantea, 
 entonces,  una  pregunta  fundamental  sobre  la  identidad  de  género  que  tiene  que  ver  con  si  la 
 distinción  entre  la  identidad  de  género,  que  es  una  percepción  que  la  persona  tiene  sobre  sí 
 misma,  y  la  expresión  de  género  es  relevante  como  un  criterio  de  cualificación  de  la 
 autoadscripción.  Así,  es  fundamental  que  se  responda  la  pregunta  de:  ¿cómo  se  debe  lidiar  con 
 la  posibilidad  de  que  se  postulen  a  personas  que  asuman  una  identidad  trans  de  manera 
 fraudulenta  para  beneficiarse  de  acciones  afirmativas  que  buscan  generar  mayor  diversidad  en 
 los puestos de elección popular? 
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 Más  allá  de  que  la  Sala  apunta  que  algunos  de  los  procesos  para  confirmar  el  genero 
 pueden  tener  un  carácter  victimizante,  la  pregunta  se  mantiene.  En  el  caso  en  concreto,  se 
 determinó  que  quince  de  las  candidaturas  debían  ser  modificadas  y  sólo  se  mantuvieron  dos  en 
 las  que  las  candidatas  avisaron  a  sus  partidos  desde  un  inicio  sobre  su  identidad  de  género.  El 
 TEPJF  determinó  que  la  manifestación  de  identidad  de  género  es  suficiente  para  el  ejercicio  de 
 derechos  político-electorales  como  acceder  al  registro  de  una  candidatura  bajo  el  género  al  que 
 la  persona  se  autoadscribe.  Asimismo,  se  considera  que  el  Estado  no  puede  cualificar  la 
 autoadscripción  mediante  la  solicitud  de  pruebas  respecto  de  la  expresión  de  género  de  las 
 personas.  Sin  embargo,  esta  autoadscripción  debe  estar  libre  de  vicios.  El  cambio  en  la 
 manifestación  de  la  identidad  de  género,  dado  en  relación  con  las  disposiciones  de  paridad  del 
 IEEPCO,  representa  para  el  TEPJF  un  elemento  que  “implica  una  duda  razonable  sobre  la 
 autenticidad de la manifestación, y la finalidad de la misma” 

 La  autora  concluye  que  son  deplorables  los  actos  mediante  los  cuales  las  personas  se 
 aprovechan  de  forma  indebida  de  derechos  que  son  resultados  de  luchas  históricos  y 
 constituyen  un  despojo  efectivo  de  los  derechos.  Dicho  con  claridad:  los  hombres 
 heterosexuales  han  ocupado  el  poder  durante  casi  toda  la  historia  de  la  humanidad  y  siguen 
 siendo  mayormente  favorecidos  por  el  voto,  esto  refuerza  el  agravio  que  representan  los 
 esfuerzos  por  ocupar  los  poquísimos  espacios  y  mecanismos  que  existen  para  generar  mayor 
 diversidad en los puestos políticos. 

 Coaliciones electorales y sobrerrepresentación en la Cámara de Diputados 
 (SUP-REC-943/2018 y acumulados) 

 Javier Aparicio y Javier Márquez 

 La  representación  proporcional  y  los  límites  a  la  sobrerrepresentación  son  dos  elementos  clave 
 de  la  transición  democrática  en  México.  No  obstante,  en  años  recientes,  partidos  políticos  han 
 utilizado  cada  vez  más  las  coaliciones  para  eludir  los  límites  a  la  sobrerrepresentación.  La 
 asignación  de  diputados  de  RP  realizadas  por  el  CG  del  INE  con  las  que  se  conformaron  la 
 Cámara  de  Diputados  en  2015  y  2018  fueron  impugnadas  ante  el  TEPJF;  en  ambos  casos,  el 
 Tribunal  confirmó  la  designación  del  INE.  Antes  de  proseguir  es  importante  recordar  que  el 
 sistema  mexicano  prohíbe  que  cualquier  partido  político  cuente  con  un  número  de  diputados  por 
 ambos principios (MR y RP) que exceda 8% en su porcentaje de votación nacional emitida. 

 En  2018  se  reconfiguró  la  cámara  de  diputados.  Las  primeras  tres  fuerzas  electorales 
 fueron  Morena,  PAN  y  PRI,  con  sus  respectivas  alianzas.  Para  la  asignación  de  diputaciones 
 plurinominales  o  de  representación  proporcional,  se  utiliza  como  referencia  la  votación  nacional 
 emitida  para  cada  partido  —misma  que  excluye  los  votos  de  los  partidos  que  no  alcanzaron  el 
 umbral  de  3%  de  la  votación  válida,  así  como  los  votos  por  candidaturas  independientes,  nulos 
 o  no  registrados—.  Con  esta  base,  las  primeras  tres  fuerzas  electorales  fueron  Morena,  PAN  y 
 PRI,  con  41.3,  19.9  y  18.3%  de  la  votación  nacional  emitida,  respectivamente.  Si  se  suma  la 
 votación  de  los  partidos  coaligados,  se  observa  que  la  coalición  Morena-PT-PES  obtuvo  45.7% 
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 de  la  votación  nacional  emitida,  la  coalición  PAN-PRD-MC  30.6%,  y  la  del  PRI-PVEM-NA 
 23.7%. 

 Al  analizar  la  sub  y  sobrerrepresentación  por  partido  político,  destaca  que  Morena  tuvo 
 3.1%  menos  curules  que  votos,  mientras  que  PT  y  el  PES  tuvieron  una  sobrerrepresentación  de 
 7.8  y  11.2%,  respectivamente.  Aunque  el  PES  no  alcanzó  a  mantener  su  registro  como  partido, 
 la  sobrerrepresentación  de  su  bancada  es  legal  porque  se  debió  a  sus  triunfos  uninominales.  De 
 los  tres  partidos  de  la  coalición  morenista,  sólo  el  PT  cayó  en  la  hipótesis  legal  de 
 sobrerrepresentación,  por  lo  que  recibió  tres  diputaciones  plurinominales  en  vez  de  nueve  que 
 le  corresponderían  dada  su  votación.  En  conclusión,  a  través  de  la  coalición,  MORENA  alcanzó 
 una sobrerrepresentación mayor que la del umbral constitucional 

 Los  autores  recuerdan  que  las  coaliciones  son  un  fenómeno  particular  en  México  que 
 pueden  ser  totales,  parciales  o  flexibles.  En  la  medida  en  que  éstas  pueden  permitir  conseguir 
 mayores  niveles  de  votación  para  los  partidos,  las  coaliciones  pueden  jugar  un  papel 
 determinante  para  activar  o  eludir  los  límites  a  la  sobrerrepresentación.  Las  coaliciones, 
 además,  permiten  a  los  partidos  mayoritarios  o  sobrerrepresentados  ampliar  el  número  de 
 curules obtenidos por la coalición con un mismo nivel de votación. 

 Sobre  el  acuerdo  que  acordaba  sobre  la  asignación  de  curules,  se  presentaron  tres 
 agravios  ante  la  Sala  Superior:  (1)  algunos  diputados  de  MR  del  PT  y  PES  eran,  en  realidad, 
 afiliados  de  Morena;  (2)  los  diputados  de  MR  del  PES  no  podían  considerarse  de  tal  partido 
 porque  éste  perdería  el  registro;  y,  (3)  la  coalición  de  Morena  estaba  sobrerrepresentada.  La 
 cuestión  para  analizar  por  parte  del  TEPJF  era  si  el  Consejo  General  del  INE  aplicó  de  manera 
 correcta  los  límites  a  la  sobrerrepresentación  a  los  partidos  de  la  coalición  de  Morena  y,  en 
 consecuencia,  si  la  asignación  de  diputaciones  de  representación  proporcional  fue  acorde  a  los 
 preceptos  constitucionales  y  legales.  El  28  de  agosto  de  2018,  por  mayoría  de  seis  votos  contra 
 uno, la Sala Superior del TEPJF confirmó la resolución del INE. 

 En  cuanto  al  primer  agravio,  el  Tribunal  resolvió  que  la  postulación  de  candidatos 
 afiliados  a  otros  partidos  no  estaba  prohibida  y  se  encontraba  al  amparo  de  la  libertad  de 
 autodeterminación  de  los  partidos  que  integraron  la  coalición.  En  cuanto  al  segundo  agravio,  la 
 sentencia  del  Tribunal  no  explica  ni  justifica  su  decisión.  Sin  embargo,  es  un  hecho  conocido 
 que  la  bancada  del  Partido  Encuentro  Social  existe  en  la  Cámara  a  pesar  de  que  el  partido  haya 
 perdido  su  registro.  En  cuanto  al  tercer  y  quizás  más  importante  agravio,  el  Tribunal  decidió  que 
 no  es  posible  considerar  a  la  Coalición  como  un  solo  partido  político,  puesto  que  la  asignación 
 de  diputaciones  de  representación  proporcional  corresponde  exclusivamente  a  los 
 partidos  políticos  ,  y  no  a  las  coaliciones,  por  lo  que  los  límites  de  sobrerrepresentación  sólo 
 son aplicables a aquéllos. 

 Los  autores  no  discuten  la  sentencia  emitida  por  la  Sala;  sin  embargo,  mencionan 
 posibles  soluciones  para  evitar  la  sobrerrepresentación  de  las  coaliciones.  La  primera,  verifica  la 
 adscripción  efectiva  de  los  candidatos.  La  segunda,  prohibir  que  los  diputados  puedan  migrar  de 
 bancada  legislativa.  La  tercera,  aplicar  el  límite  de  sobrerrepresentación  a  las  coaliciones 
 electorales.  Para  los  autores,  el  límite  de  sobrerrepresentación  de  8%  que  se  establece  en  la 
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 CPEUM  es  un  remedio  parcial  y  limitado  para  un  sistema  electoral  con  fuertes  sesgos 
 mayoritarios. 

 No hay peor injusticia que la justicia simulada: la sentencia del Tribunal Electoral en el 
 “Morenagate” 

 Javier Martín Reyes y Sergio López Ayllón 

 El  punto  de  partida  es  una  de  las  sentencias  más  controvertidas  del  TEPJF  en  el  caso  del 
 fideicomiso  “Por  los  demás”;  en  ese  caso,  la  Sala  decidió  por  unanimidad  revocar  “lisa  y 
 llanamente”  la  resolución  del  INE  que  impuso  una  multa  de  187  millones  de  pesos  a  Morena  por 
 la  operación  de  dicho  fideicomiso.  Los  hechos  del  caso  fueron  que  el  día  siguiente  al  sismo  del 
 17/S  AMLO,  entonces  dirigente  nacional  de  Morena,  anunció  que  el  partido  donaría  20%  de  sus 
 prerrogativas  a  los  damnificados.  El  INE  señaló  que  ningún  partido  podía  transferir  sus 
 prerrogativas  directamente  y  proponía  que  este  dinero  no  fuera  aceptado  por  el  partido  y  fuera 
 con  las  reglas  de  la  SHyCP.  Como  respuesta  a  ello,  AMLO  anunció  que  no  seguiría  el  plan 
 trazado por la autoridad y, en lugar de ello, anunció la creación de un fideicomiso. 

 Posteriormente,  el  Consejo  Nacional  de  Morena  aprobó  destinar  el  50%  de  su 
 presupuesto  para  apoyar  a  las  víctimas  del  terremoto;  además,  los  legisladores  y  funcionarios 
 del  partido  donarían  50%  de  sus  salarios  para  entregar  103  millones  de  pesos.  Todo  ello  se 
 haría  a  través  del  fideicomiso  “Por  los  demás”.  El  PRI  denunció  a  Morena  porque,  a  su  juicio, 
 López  Obrador,  primero  como  candidato  presidencial  y  luego  como  dirigente  nacional,  reconoció 
 abiertamente  haber  destinado  parte  de  los  recursos  públicos  que  recibe  ese  instituto  político  a 
 fines  distintos  a  los  previstos  constitucional  y  legalmente.  Conforme  a  ley,  los  partidos  políticos 
 deben  aplicar  el  financiamiento  del  Estado  para  fines  expresamente  señalados  en  la  CPEUM 
 que incluyen actividades ordinarias para obtener el voto. 

 El  INE  realizó  una  investigación  para  determinar  si  Morena  había  transferido  parte  de 
 sus  prerrogativas  a  un  fideicomiso  y  concluyó  que  no.  A  pesar  de  las  promesas,  nunca  había 
 habido  una  transferencia  a  “Por  los  demás”.  El  INE  descubrió,  por  el  contrario,  que  existía  un 
 esquema  de  financiamiento  paralelo  de  Morena  creado  y  operado  a  partir  del  fideicomiso  con  el 
 cual  pretendió  eludir  las  normas  que  regulan  el  origen  y  destino  de  los  recursos  del  partido 
 político. 

 De  las  conclusiones  del  INE  era  evidente  que:  (1)  AMLO  jugó  un  papel  fundamental  en 
 la  creación  del  fideicomiso;  (2)  Morena  jugó  un  papel  fundamental  en  la  creación  del 
 fideicomiso;  (3)  existe  gran  coincidencia  entre  los  nombres  propuestos  por  AMLO  y  quienes 
 finalmente  formaron  el  comité  técnico  del  fideicomiso;  (4)  el  vínculo  con  Morena  es  aún  más 
 claro  si  se  toma  en  cuenta  que  14  de  los  adherentes  al  fideicomiso  señalaron  como  domicilio  la 
 sede  nacional  de  Morena;  (5)  los  recursos  captados  a  través  del  fideicomiso  no  necesariamente 
 fueron  a  los  damnificados,  sino  que  se  entregaron  a  personas  ligadas  a  Morena  (se  hicieron  169 
 cheques  que  recibieron  70  personas  cercanas  a  Morena);  y,  (6)  había  una  forma  organizada  y 
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 sistemática  para  depositar  dinero  a  las  cuentas.  En  consecuencia,  el  INE  decidió  imponer  una 
 multa a Morena por 197 millones y ordenar el cese de la operación del fideicomiso. 

 El  asunto  se  conoció  por  la  Sala  Superior.  Esta  concluyó,  fundamentalmente,  dos  cosas: 
 (1)  el  INE  tiene  competencia  para  fiscalizar  un  fideicomiso  de  origen  “privado”  y  (2)  el  análisis 
 respecto  a  la  “falta  de  exhaustividad”.  Respecto  al  segundo  asunto,  la  Sala  concluyó  que:  (a)  el 
 INE  debía  investigar  la  veracidad  de  los  hechos  que  sean  de  su  conocimiento  por  todos  los 
 medios  a  su  alcance  y,  en  el  caso  en  concreto,  concluyó  que  el  INE  no  realizó  suficiente 
 investigación;  (b)  el  INE  violó  el  derecho  de  audiencia  de  los  miembros  del  comité  técnico 
 porque  no  les  permitió  hacer  declaraciones;  (c)  no  se  había  acreditado  la  intervención  de 
 Morena  en  la  constitución  del  fideicomiso.  En  consecuencia,  concluyó  que  no  se  probó  que 
 Morena  se  hubiera  beneficiado  de  la  operación  del  fideicomiso  y,  en  consecuencia,  se  revocaba 
 la sentencia del INE. 

 Los  autores  encuentran  varios  asuntos  problemáticos  con  la  sentencia.  En  particular, 
 con los argumentos y los efectos de la propia resolución. 

 1.  La  Sala  hizo  una  narración  selectiva  de  los  hechos  del  caso:  ignoró  buena  parte  de  los 
 hallazgos facticos de la sentencia. 

 2.  La  sentencia  fija  estándares  de  investigación  no  concordes  con  un  proceso  de 
 fiscalización.  El  establecimiento  del  estándar  que  debe  usar  el  INE  de  comprobar  la 
 veracidad  fue  extraído  de  un  criterio  de  la  SCJN  que  poco  tiene  que  ver  con  los 
 procedimientos sancionadores en materia de fiscalización. 

 3.  La  sentencia  fija  estándar  probatorio  no  acorde  con  el  modelo  de  fiscalización.  La  única 
 manera  de  vincular  al  partido  y  al  fideicomiso  era  acreditar  transferencia  directa  de 
 dinero;  se  trata  de  un  estándar  ad  hoc  que  no  había  sido  usado  antes  y  que  iba  en 
 contra de los propios precedentes de la Sala. 

 4.  La  revocación  “lisa  y  llana”  se  justifica  por  una  violación  procesal  que  sólo  afectó  a  los 
 miembros del Comité Técnico y no toda la operación del fideicomiso. 

 5.  La  sentencia  se  aparta  de  una  larga  línea  jurisprudencial  que  establece  que  en  casos  de 
 falta  de  exhaustividad  lo  conducente  es  devolver  el  asunto  al  INE  para  que  subsanara  la 
 falta y emitiera una nueva resolución. 

 Los  autores  concluyen  que  bajo  estas  faltas  argumentativas  graves  no  es  difícil  sospechar  de 
 las  motivaciones  jurídicas  de  las  y  los  juzgadores.  Para  ellos,  la  sentencia  se  inserta  en  una  lista 
 de  decisiones  que  comenzaron  a  favorecer  a  la  mayoría  que  ganó  las  elecciones  federales  en 
 2018  que,  además,  valida  la  actuación  de  AMLO  en  un  caso  en  el  que  se  utilizó  una  lógica  del 
 “fin justifica los medios” sobre la constitución. 

 Voto activo en prisión preventiva: la decisión que anhelábamos pero que no llego a ser 

 Ximena María Medellín Urquiaga 
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 En  febrero  de  2019,  la  Sala  Superior  resolvió  dos  asuntos  en  los  que  se  demandaba  la  omisión 
 del  CG  del  INE  de  emitir  lineamientos  necesarios  para  asegurar  el  derecho  al  voto  activo  de  las 
 personas  privadas  de  la  libertad  que  no  cuentan  con  sentencia  condenatoria.  En  el  caso  en 
 concreto,  dos  personas  privadas  de  la  libertad  que  (aparentemente)  no  contaban  aún  con 
 sentencias  definitivas  que  se  encontraban  en  Chiapas  denunciaron  al  INE  por  no  emitir 
 lineamientos  para  garantizar  el  voto  activo.  La  demanda  alegó  que  la  restricción  a  votar  debe 
 adoptarse con el principio de presunción de inocencia, claramente incorporado a la CPEUM. 

 Para  la  Sala,  el  problema  jurídico  era  determinar  si  existe  una  vulneración  al  derecho  al 
 voto  de  los  actores.  En  la  resolución,  la  Sala  hace  lo  siguiente:  (1)  Destaca  que  las  personas 
 actoras  en  el  juicio  pertenecen  a  dos  grupos  vulnerables  los  cuales,  de  conformidad  con 
 criterios  nacionales  e  internacionales,  deben  ser  sujetos  de  una  protección  reforzada:  en 
 consecuencia,  el  asunto  debe  ser  analizado  conforme  al  principio  de  igualdad  o  desde 
 discriminación  sistémica.  (2)  El  aspecto  central  de  la  argumentación  de  la  Sala  se  enfoca  en  la 
 construcción  sobre  el  derecho  del  voto  activo,  sus  alcances  y  límites;  la  Sala  hace  una 
 disertación  respecto  a  las  dimensiones  del  voto,  considerando  los  criterios  del  Corte  sobre  los 
 límites  establecidos  en  el  Art.  38  CPEUM:  el  razonamiento  de  la  Sala  se  sustenta  en 
 “interpretación  evolutiva”  operando  en  conjunto  con  el  principio  de  progresividad.  (3)  Las 
 obligaciones  estatales  y  límites  fácticos  del  derecho  al  voto  activo  de  personas  en  prisión 
 preventiva.  (4)  La  determinación  de  efectos  que  incluyen  que  el  INE  inicie  una  prueba  piloto  del 
 programa  en  el  ciclo  electoral  de  2021  para  que  en  2024  se  desplegara  de  manera  completa  el 
 voto activo para personas en prisión preventiva. 

 La  autora  recuerda  el  voto  particular  en  el  que  participaron  los  magistrados  FAFB,  IIG  y 
 RRM.  En  el  voto  se  expuso  que:  (i)  no  existe  omisión  porque  los  promoventes  nunca  acudieron 
 al  INE;  (ii)  no  hay  claridad  sobre  la  situación  procesal  de  las  personas  actoras  en  el  juicio  –no  se 
 sabe  si  están  en  prisión  preventiva  o  están  cumpliendo  pena  condenatoria–;  (iii)  las 
 pretensiones  son  inviables  porque  buscan  participar  en  un  proceso  que  ya  sucedió;  (iv)  la 
 decisión  se  aparta  de  la  interpretación  autorizada  por  la  SCJN;  (v)  la  decisión  no  hace 
 interpretación  conforme  porque  ésta  no  da  sentido  a  los  efectos  de  una  restricción  constitución  y 
 (vi)  los  efectos  son  propios  de  un  control  abstracto  de  constitucional,  que  se  aleja  de  las 
 facultades de la Sala Superior.  A la autora le interesa la crítica (v). 

 Para  la  autora,  la  crítica  del  voto  particular  respecto  a  la  interpretación  conforme  es 
 errónea.  Esto  porque  es  una  posición  teórica  valida  entender  varios  entendimientos  de 
 interpretación  conforme;  para  autores  como  José  Caballero,  la  interpretación  conforme  sí  puede 
 ser  una  forma  en  que  se  proponga  una  construcción  dialógica  entre  normas  superiores  que 
 conforman  el  parámetro  de  regularidad  sobre  actos  de  autoridad;  es  decir,  desde  una  visión 
 armonizadora  o  integradora.  Es  decir,  tanto  la  posición  mayoritaria  como  la  minoritaria,  parten 
 de  una  posición  dogmática  posible  de  la  interpretación  conforme.  A  la  autora  no  le  convence 
 tampoco  la  contrapuesta  argumentativa  planteada  por  el  voto  minoritario.  Para  la  autora,  la 
 sentencia amerita ciertas criticas importantes: 

 1.  La  Sala  recurre  a  todos  los  elementos  argumentativos  que  se  pueden  usar  en  casos 
 sobre  derechos  humanos  y  no  concretiza  ninguno.  La  sentencia  tiene  una  confusa 
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 retorica  judicial  que  no  se  compromete  con  ninguna  herramienta  argumentativa:  enuncia 
 miembros  en  grupos  de  situación  en  vulnerabilidad,  habla  de  principio  de  progresividad  y 
 menciona  obligaciones  estatales  en  materia  de  derechos  humanos.  Sin  embargo,  no  hay 
 un análisis concreto de ninguna de estas. 
 -  Respecto  a  grupos  en  vulnerabilidad:  enuncia  que  son  indígenas  y  personas  en 

 prisión  preventiva  pero  la  primera  categoría  de  análisis  nunca  es  utilizada  por  las 
 Sala. 

 -  La Sala no hace un análisis de igualdad ni de grupos vulnerables. 
 -  La  resolución  entremezcla,  al  grado  de  confusión,  muchos  de  los  principios  a  los  que 

 se  refiere;  entre  ellos,  el  principio  pro  persona  ,  la  interpretación  sistemática,  la 
 interpretación  conforme  y  el  principio  de  progresividad  de  los  derechos  humanos.  El 
 resultado  es  una  argumentación  que  pierde  fuerza  de  persuasión,  tal  como  se 
 destaca incluso en el voto participar que la acompaña. 

 -  Falta  sustento  para  la  interpretación  evolutiva:  se  deben  mostrar  cambios  normativos 
 y  sociopolíticos  de  suficiente  envergadura  como  para  proponer  la  resignificación  de 
 un texto jurídico, en contraste con el sentido original. 

 -  La  garantía  de  derechos  no  es  un  mandato  que  pueda  evaluarse  de  manera 
 abstracta.  Es  insuficiente  que  la  sentencia  se  limite  a  afirmar  el  reconocimiento  de  un 
 derecho a nivel constitucional. 

 La  autora  recuerda  que  renunciar  a  la  corrección  argumentativa  en  pro  de  promover  ciertos 
 fines  es  un  camino  peligroso  que  lleva  al  deterioro  del  marco  constitucional.  La  sentencia  no  es 
 más  que  una  cacofonía  de  traslape  de  principios,  criterios  y  metodologías  que  no  conducen  a 
 ningún  resultado.  En  un  resultado  de  mediano  plazo  ,  la  falta  de  claridad  o  precisión 
 argumentativa  puede  también  conllevar  una  desorganización  institucional  con  repercusiones 
 importantes  para  el  cumplimiento  (genuino)  de  obligaciones  de  derechos  humanos.  En  el  largo 
 plazo  ,  la  constante  deficiencia  argumentativa  puede  terminar  por  mermar  la  legitimación  tanto 
 de  cortes  o  tribunales,  como  de  otras  autoridades  involucradas  en  los  litigios  o  a  las  cuales  se 
 dirigen los resolutivos. 

 El aquelarre electoral 

 Marco Antonio Zavala Arredondo 

 La  justicia  sólo  es  sostenible  si  las  sentencias  que  ponen  fin  a  las  controversias  no  resultan 
 ajenas  a  sus  destinatarios.  Se  trata  de  que  los  tribunales  expliquen  claramente  las  razones  de 
 las  decisiones  que  toman,  de  tal  suerte  que  el  producto  de  esta  interacción  permita  reivindicar  el 
 derecho  como  instrumento  propio  de  todos.  En  los  últimos  años,  la  Sala  ha  errado  en  poder 
 generar  confianza  hacia  la  ciudadanía  de  las  decisiones  que  toma.  Una  y  otra  vez,  ha  sido 
 incapaz  de  ofrecer  aquello  que  se  espera  de  los  tribunales  en  un  contexto  de  consolidación 
 democrática:  estabilidad.  En  el  caso  concreto,  se  analizarán  las  sentencias  de  la  Sala  Superior 
 respecto  al  decreto  presidencial  relativo  a  los  tiempos  fiscales  que  muestran  el  uso  de  criterios 
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 inconsistentes  con  sus  propios  precedentes  y  concepciones  jurídicas  y  metodológicas  que  se 
 emplean arbitrariamente. 

 El  23  de  abril  se  publicó  en  el  DOF  un  decreto  en  que  el  Ejecutivo  autorizó  las  nuevas 
 condiciones  bajo  las  que  la  SHyCP  podría  recibir,  de  los  concesionarios  de  estaciones  de  radio 
 y  televisión,  el  pago  del  impuesto  que  grava  el  importe  total  de  los  pagos  efectuados  por  los 
 servicios  prestados.  La  disminución  de  estos  tiempos  “fiscales”  tuvieron  un  efecto  perjudicial  al 
 tiempo  que  corresponde  administrar  al  INE  destinado  a  sus  propios  fines  (incluido  el  ejercicio 
 del  derecho  de  los  partidos  políticos  al  uso  de  medios  de  comunicación  social).  En  periodo 
 ordinario,  esto  significó  que  el  INE  perdió  el  20  y  el  18%  de  su  tiempo  en  televisión  y  radio 
 respectivamente. 

 Contra  ello,  el  PRD  y  MC  promovieron  demandas  de  juicio  ante  la  Sala  Superior.  El 
 argumento  era  que  la  reducción  atentaba  contra  su  prerrogativa  de  acceder  a  tiempos  en  radio 
 y  televisión  durante  un  periodo  ordinario.  La  Sala  Superior  determinó  desechar  de  plano  las 
 demandas,  porque  consideró  que  la  materia  sobre  la  que  versaba  el  decreto  presidencial  era  de 
 naturaleza  netamente  fiscal.  La  Sala  estableció  que  no  constituía  un  acto  que  formal  ni 
 materialmente en la materia electoral. 6

 El  INE  emitió,  ad  cautelam,  un  acuerdo  por  el  que  ajustó  el  modelo  de  comunicación 
 política  a  la  nueva  reducción  de  tiempos  fiscales.  Contra  ello,  diversos  partidos  interpusieron 
 recursos  de  apelación  en  contra  del  acuerdo.  Los  partidos  argumentaban  que  se  violaba  el 
 modelo  constitucional  de  comunicación  política,  la  equidad,  el  derecho  a  la  información  y  la 
 libertad  de  expresión.  La  Sala  Superior  no  les  dio  la  razón  porque  consideró  los  argumentos 
 infundados,  por  una  parte,  e  infundados  por  otra.  Los  argumentos  fueron  que:  (1)  el  CG  actúo 
 conforme  al  modelo  de  comunicación  política  en  materia  electoral;  (2)  el  hecho  de  que  se  deba 
 destinar  el  12%  del  tiempo  que  disponga  el  Estado  no  contempla  alguna  excepción  para  que 
 deba  interpretarse  en  el  sentido  de  que  este  requisito  deba  considerarse  en  minutos;  (3)  la 
 incidencia  del  decreto  es  respecto  a  la  forma  de  pago  de  tiempos  fiscales;  y  (4)  el  INE  no  cuenta 
 con minutos específicos. 

 El  autor  considera  que  las  sentencias  encierran  criterios  cuestionables  si  se  comparan 
 con otros de la Sala Superior. Acá se enuncian algunas críticas: 

 a.  La  improcedencia:  en  principio,  esta  debe  ser  notoria  o  evidente.  En  el  caso  no  lo  es 
 porque  las  implicaciones  electorales  son  negadas  contra  toda  evidencia  y  sentido  lógico. 
 Los  magistrados  se  empeñan  en  convencer  al  lector  que  la  decisión  es  sólo  fiscal  sin 
 argumentos  que  lo  demuestren.  El  autor  considera  que  los  votos  particulares  ofrecen 
 una  mejor  argumentación  que  la  sustentada  por  la  mayoría  y  se  hace  más  patente  la 
 falta con la que ésta se acercó al estudio de la procedencia. 

 6  El 7 de mayo el INE promovió ante la SCJN una controversia contra el decreto relativo a los 
 tiempos fiscales. El INE argumentó que se modificó de manera directa la cantidad de tiempos 
 de radio y televisión que le corresponde administrar, por lo que había una invasión 
 competencial. Esta sigue sin ser resuelta. 
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 En  resumidas  cuentas,  la  sentencia  desvela  un  evidente  propósito  de  no 
 intervenir  en  un  asunto  con  claras  implicaciones  electorales,  como  incluso  se  constata  a 
 partir de lo denunciado en el voto concurrente. 

 b.  La  postura  mayoritaria  contrasta  otros  asuntos  en  los  cuales  la  Sala  obvio  para  sentar 
 precedente  que  le  permita  en  lo  futuro  en  cuestiones  que,  sin  constituir  propiamente  un 
 litigio  susceptible  de  justificar  la  actuación  judicial,  generen  un  impacto  en  el 
 funcionamiento del INE. 

 c.  La  decisión  opera  con  una  lógica  rígida  que  produce  un  resultado  que  es  claramente 
 incompatible  con  la  misma  constitución.  Si  el  TEPJF  se  asume  a  sí  mismo  como  un 
 “tribunal  constitucional”,  como  suele  referirlo  en  sus  fallos  a  la  menor  provocación,  debió 
 ser  consecuente  con  una  solución  que  se  compadeciera  de  la  Constitución  y  el 
 programa normativo que de ella emana. El autor propone: 

 “Es  menester,  en  primer  lugar,  enmarcar  el  modelo  de  comunicación  política 
 dentro  del  dilatado  proceso  de  conquistas  en  aras  de  lograr  que  la  pluralidad 
 ideológica  existente  en  la  sociedad  tenga  mecanismos  de  expresión  por  los 
 medios  de  comunicación  social.  En  segundo  término,  debe  tenerse  presente,  por 
 un  lado,  el  papel  que  cumple  esa  prerrogativa  reconocida  a  favor  de  los  partidos 
 políticos  y,  por  otro,  la  necesidad  de  satisfacer,  a  niveles  al  menos  mínimamente 
 aceptables,  el  derecho  a  la  información  de  la  ciudadanía.  Y,  finalmente,  no  puede 
 ser  obviado  por  el  intérprete  del  texto  constitucional  el  lenguaje  tan  poco 
 constitucional empleado en los apartados mencionados” 

 En  suma,  el  autor  considera  que  la  Sala  Superior  se  rehusó  a  tomar  en  serio  la  constitución  y  se 
 escudó  en  la  idea  de  que  la  consecuencia  normativa  debe  realizarse  de  forma  incondicionada. 
 Esto condice a un absurdo. 

 El  autor  concluye  que  la  sentencia  no  puede  explicarse  a  sí  misma  porque  es  contraria  a 
 precedentes,  criterios  de  fundamentación  y  el  ordenamiento.  Es  un  ejemplo  más  en  que  la  Sala 
 ha  utilizado  al  derecho  como  coartado.  En  el  nombre  de  la  CPEUM  y  de  la  ley:  el  derecho  no  es 
 una  actividad  mecánica,  ni  es  posible  reconducirla  a  criterios  sujetos  a  una  estricta  lógica 
 formal,  sino  que,  en  su  ejecución  existen  importantes  dosis  de  cargas  valorativas.  Pareciera  que 
 la  Sala  se  caracteriza  por  el  uso  arbitrario  de  criterios  y  la  consolidación  de  un  pensamiento  ad 
 hoc, con bases y reglas propias. 

 El derecho de los pueblos y comunidades indígenas a la administración directa del 
 presupuesto público y su negación. Análisis de sentencias SUP-JDC-131 y 

 SUP-JDC-145 de 2020 

 Erika Bárcena Arévalo 

 Los  derechos  de  autonomía  y  autodeterminación  han  estado  en  el  centro  de  la  lucha  indígena  y 
 la  forma  de  entender  estos  derechos  son  tan  variadas  como  los  pueblos  mismos.  En  2011  inició 
 la  lucha  del  pueblo  de  Cherán  que,  ante  la  inseguridad  y  la  indignación,  lanzaron  una  consigna 
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 de  no  a  los  partidos  políticos  y  sí  a  la  libre  determinación,  autonomía  y  autogobierno.  Esta 
 comunidad  consiguió  que  la  SS  le  reconociera  sus  derechos  de  acuerdo  con  el  Art.  2  de  la 
 CPEUM.  Cherán  se  convirtió  en  un  faro  de  luz  para  las  comunidades  indígenas  en  Michoacán, 
 entre  las  que  se  incluye  la  comunidad  de  San  Francisco  Pichátaro,  en  Tingambato  (no  está  en 
 la cabecera municipal, sino que es una submunicipalidad). 

 Pichátaro  históricamente  padeció  la  distribución  inequitativa  y  discriminatoria  de  los 
 recursos  públicos.  La  comunidad  buscaba  garantía  efectiva  a  los  derechos  de 
 autodeterminación,  autonomía  y  autogobierno,  mediante  la  administración  directa  de  la  parte 
 proporcional  el  presupuesto  municipal,  en  atención  al  criterio  proporcional.  La  Sala  en  ese  caso, 
 creó  un  criterio  interpretativo  en  el  que  desarrolló  los  alcances  de  los  derechos  vinculados  con 
 la  participación  política  de  las  comunidades  indígenas.  La  sala  había  entendido  que  el  derecho 
 de participación política incluye el ejercicio de poder político a través de comunitarios. 

 Estos  criterios  fueron  abandonados  en  2020  en  los  casos  que  se  analizarán:  en  ambos 
 casos  se  les  negó  a  las  comunidades  indígenas  el  derecho  de  administrar  recursos  públicos,  en 
 vinculación  con  sus  derechos  de  autodeterminación,  autonomía  y  autogobierno,  así  como  el 
 derecho de participación política. 

 El  punto  de  inflexión  fue  una  sentencia  dictada  por  la  Segunda  Sala  de  la  SCJN.  Esta 
 sentencia  ocurrió  tres  meses  después  de  la  determinación  de  la  Sala  Superior  en  el  caso  de 
 Pichátaro.  En  ese  caso,  una  comunidad  indígena  en  Oaxaca  logró  que  la  Sala  de  Justicia 
 Indígena  en  Oaxaca  estableciera  una  determinación  para  que  se  le  entregara  la  parte 
 proporcional  que  le  correspondía  de  los  recursos  municipales.  Ante  esa  sentencia,  el 
 Ayuntamiento  interpuso  un  juicio  de  AD  donde  sostuvo  que  no  había  competencia  para  tal 
 determinación.  La  Segunda  Sala  determinó  que  si  había  competencia  para  determinar  sobre  el 
 presupuesto  y  que  esta  competencia  devenía  de  que  se  trataba  de  los  derechos  de 
 autodeterminación de la propia comunidad. 

 El  Ayuntamiento  demandado  interpuso  un  incidente  de  incompetencia  por  declinatoria, 
 donde  argumentó  que  la  autoridad  competente  para  conocer  del  asunto  era  la  Sala  Indígena  del 
 Estado  de  Oaxaca,  y  el  Tribunal  Electoral  local  lo  consideró  procedente.  La  actora  controvirtió  la 
 decisión  y  este  asunto  fue  atraído  por  la  Sala  Superior  que  debía  de  decidir  sobre  la 
 competencia de los tribunales electorales para decidir sobre estos casos. 

 El  proyecto  original  seguía  el  criterio  de  Pichátaro  fue  votado  en  contra.  En 
 consecuencia,  el  nuevo  proyecto  disponía  que  las  pretensiones  de  la  comunidad  no  puede  ser 
 objeto  de  tutela  mediante  el  sistema  de  control  de  legalidad  y  constitucionalidad  en  materia 
 electoral.  Este  estuvo  de  acuerdo  con  el  criterio  de  la  Corte  en  el  que,  al  tratarse  de  los 
 derechos  de  autonomía  y  autodeterminación,  esto  no  corresponde  a  la  materia  electoral,  por  lo 
 que la competencia se mantiene en la Sala de Justicia Indígena. 

 Sin  embargo,  la  Segunda  Sala  nunca  analizó  las  competencias  de  los  tribunales 
 electorales;  simplemente  apuntó  que  la  Sala  Indígena  no  podía  conocer  de  asuntos  en  materia 
 electoral  y  que  el  caso  en  ese  asunto  no  era  de  supuestos  político-electorales.  Esta  mención,  le 
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 bastó  a  la  Sala  para  considerar  que  estaba  obligada  a  determinar  la  competencia  de  los 
 tribunales  electorales  locales,  y  abandonar  su  propia  línea  interpretativa.  Incluso  en  prejuicio  de 
 sus propias jurisprudencias. 

 Además,  la  Sala  hace  un  análisis  de  el  artículo  8.1  de  la  Convención  Interamericana  en 
 la  que  parece  tomar  por  analogía  el  derecho  a  no  ser  juzgado  por  tribunales  ad  hoc  ,  sin  aportar 
 un  solo  razonamiento  de  por  qué  no  existe  la  competencia,  más  allá  de  la  que  Ley  del  Sistema 
 de  Medios  de  Impugnación  en  Materia  Electoral  no  lo  contemple.  A  su  vez,  luego  de  referir  la 
 línea  jurisprudencial  que  había  construido  la  SS  desde  el  caso  Pichátaro  hasta  ese  momento, 
 consideró  que  la  cuestión  excedía  la  competencia  de  los  tribunales  electorales  dado  que  se 
 incide  en  cuestiones  presupuestarias  y  de  hacienda  pública,  sobre  las  que  estos  tribunales,  en 
 la interpretación de la SS, no podían decidir. 

 La  autora  concluye  que  la  realidad  es  que  ninguna  autoridad  jurisdiccional  en  el  país 
 tiene  competencia  reconocida  para  desconocer  el  derecho,  por  lo  que  bajo  la  lógica  de  la  Sala 
 se  haría  imposible  de  ejercer  (esta  crítica  es  compartida  en  el  voto  minoritario).  Además,  cobra 
 relevancia  que  no  existe  una  Sala  Indígena  en  ningún  otro  estado  aparte  del  oaxaqueño,  por  lo 
 que vuelve inoperativo todo el sistema. 

 La  autora  concluye  que  la  sentencia  es  deficiente  porque  atenta  contra  los  derechos  de 
 todas  las  comunidades  indígenas  y  lo  hace  en  contra  de  los  precedentes  ya  establecidos  por  la 
 propia  sala.  Además,  con  esta  decisión  el  ejercicio  de  los  derechos  de  autodeterminación  se 
 queda  sin  foro  alguno,  especialmente  en  lugares  donde  no  hay  un  foro  especializado  en  justicia 
 indígena.  La  autora  finaliza  su  reflexión  argumentando  que  no  se  trata  del  ejercicio  de  recursos 
 públicos, sino de construir otras formas de gobierno y de democracia. 

 El degenere de la violencia política en razón de género 

 Melissa S. Ayala García y Paula Sofía Vásquez 

 La  violencia  política  de  género  es  una  de  las  materias  que  ha  tenido  mayor  relevancia  e  impulso 
 en  los  últimos  años.  Se  trata  de  un  concepto  que,  al  encontrarse  aún  en  ciernes  en  sus 
 definiciones,  es  un  terreno  fértil  para  la  innovación  en  todos  los  aspectos  regulatorios.  Este 
 momento  representa,  al  mismo  tiempo,  una  oportunidad  o  un  riesgo:  si  bien  ayuda  a  permitir  la 
 participación  de  todas  en  una  sociedad  igualitaria,  también  se  presta  al  uso  oportunista  de  las 
 demandas feministas en general. 

 El  caso  SUP-REC-91/2020  es  un  ejemplo  perfecto  de  esto.  Todo  el  proyecto  está 
 caracterizado  por  una  argumentación  circular,  reiteraciones  y  vaguedades  que  culminan  en  una 
 sentencia  deficiente.  El  caso  inicia  con  la  elección  del  1o.  de  julio  de  2018,  donde  se  realizó  la 
 jornada  electoral  para  elegir  a  las  autoridades  del  Ayuntamiento  de  Santa  Lucía  del  Camino, 
 Oaxaca,  en  la  cual  resultó  electa  como  regidora  una  mujer  y  como  presidente  municipal  Dante 
 Montaño  Montero.  Al  año  siguiente,  ambas  partes  tomaron  protesta  para  fungir  como 
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 funcionarios  durante  el  periodo  2019-2021,  y  se  llevó  a  cabo  la  asignación  de  regidurías, 
 quedando  la  actora  designada  como  Regidora  de  Equidad  y  Género  y  Grupos  Vulnerables.  A 
 los  pocos  días,  la  actora  promovió  un  juicio  ciudadano  ante  el  Tribunal  Electoral  del  Estado  de 
 Oaxaca,  a  fin  de  controvertir  ciertas  acciones  y  omisiones  que,  a  su  consideración,  constituían 
 violencia  política  en  razón  de  género;  a  saber,  la  negativa  de  pagarle  el  aguinaldo 
 correspondiente,  no  entregarle  mobiliario  de  oficina  y  recursos  humanos,  no  convocar  a  las 
 sesiones de cabildo y omitir darle el reconocimiento 

 correspondiente  en  algunos  proyectos.  Por  lo  anterior,  el  Tribunal  local  dictó  medidas  de 
 protección  a  favor  de  la  actora  ordenando  a  los  integrantes  del  Ayuntamiento  abstenerse  de 
 realizar  conductas  que  limitaran  los  derechos  político-electorales  de  la  actora  o  de  sus 
 familiares. 

 Al  emitir  su  resolución,  el  Tribunal  local,  entre  otras  cuestiones,  declaró  fundada  la 
 obstrucción  al  ejercicio  del  cargo  de  la  actora,  y  ordenó  al  presidente  municipal  cesar  en  las 
 conductas  antes  mencionadas  y  regularizar  la  participación  de  la  actora  en  el  cabildo.  La 
 decisión  fue  revisada  por  la  SRX  que  decidió  que  se  tuvo  por  acreditada  violencia  política 
 debido  a  género  en  contra  de  la  actora.  En  consecuencia,  se  ordenó  reparación  integral  y  que  el 
 INE  creara  una  lista  con  individuos  que  hubieren  cometido  violencia  política  de  género.  El 
 asunto  se  conoció  por  la  Sala  Superior  que  decidió:  (1)  que  la  SRX  había  acreditado 
 correctamente  la  comisión  de  violencia  política  y  (2)  confirmó  la  constitucionalidad  de  la  orden 
 de emitir una lista de personas que cometieron violencia política de género. Razones de crítica: 

 a.  Sentencia  larga  y  farragosa,  cuya  redacción  y  sintaxis  se  alejan  mucho  de  los  criterios 
 de sencillez y concreción que se de la “justicia abierta”. 

 b.  En  el  fondo,  se  escudaron  del  feminismo  para  emitir  políticas  públicas  o  decisiones  que 
 lejos  de  ser  benéficas,  refuerzan  la  idea  de  que  las  mujeres  son  sujetos  en  necesidad  de 
 protección del Estado. 

 c.  Respecto  a  la  constitucionalidad  de  las  medidas  la  Sala  Superior  argumenta  la 
 pertinencia  de  estos  registros  en  la  medida  en  que  permitirán  a  las  autoridades  conocer 
 de  manera  puntual  quiénes  son  las  personas  que  han  infringido  los  derechos  políticos  de 
 las  mujeres  y  verificar  que  quienes  busquen  un  cargo  de  elección  popular  tengan  un 
 modo honesto de vivir. 

 d.  La  Sala  valida  la  lista  con  el  concepto  de  “reparación  integral”.  Desde  ambos  miradores 
 complementarios  (la  SCJN  y  la  CIDH,  con  sus  respectivos  precedentes),  es  evidente 
 que  los  registros  de  personas  que  hayan  cometido  actos  u  omisiones  constitutivas  de 
 violencia  política  debido  a  género  no  tienen  una  vocación  transformadora  de  la  situación 
 que  viven  las  mujeres  que  buscan  entrar  a  la  esfera  política  o  que  ya  se  desempeñan 
 dentro  de  ella.  Esto,  en  tanto  que  las  mismas,  a  pesar  de  la  afirmación  sin  sustento  que 
 realiza  la  Sala  Superior  en  la  sentencia,  no  tienen  un  efecto  restitutivo  ni  correctivo  de 
 las  conductas  que  califican  como  violencia  política  de  género.  La  medida  es  punitivita  y 
 no  restituye  a  la  víctima  de  la  violencia  política  de  género  de  sus  derechos  vulnerados, 
 no repara el daño generado y no ataca el contexto que permitió que se desarrollaran. 
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 e.  Si  bien  la  mayoría  de  los  magistrados  que  aprobaron  esta  sentencia  son  reiterativos  en 
 señalar  que  los  efectos  de  la  lista  son  de  publicidad,  lo  cierto  es  que  pocas  páginas  más 
 adelante  se  contradicen  puesto  que  señalan  que  la  lista  es  constitucional  al  ser  un  “… 
 instrumento  que  permite  verificar  si  una  persona  cumple  el  requisito  de  modo  honesto  de 
 vivir  y  en  consecuencia  pueda  competir  y  registrarse  para  algún  cargo  de  elección 
 popular”.  No es sólo publicidad, es ilegibilidad  . 

 f.  En  tanto  que  la  sentencia  no  especifica,  una  persona  que  ejerce  violencia  física  o  sexual 
 contra  una  mujer  en  ejercicio  de  sus  derechos  políticos  y  una  que  limita  el  pago  de 
 salarios  a  una  mujer  en  ejercicio  de  sus  derechos  políticos  compartirán  espacio  en  el 
 registro  de  infractores,  tratándolas  por  igual  cuando  merecen  tratamientos  jurídicos 
 distintos. 

 g.  El  TEPJF  ha  hecho  costumbre  en  mandatar  a  través  de  sus  sentencias  la  generación  de 
 elementos  regulatorios,  herramientas  y  aparatos  que  en  los  hechos  constituyen 
 instrumentos  de  política  pública  y  que,  por  ende,  deberían  también  ser  analizados  y 
 evaluados  como  tales.  La  política  no  genera  ninguna  mejoría  en  la  vida  pública,  sino 
 que simplifica el grado de banalización un problema central de la vida pública. 

 Ahora que ya está la lista, estos problemas se manifiestan: hay veinte personas, de las que 
 están inscritos individuos que cometieron actos que ni siquiera se consideran delitos electorales 
 (hay gente escrita por iniciar antes una reunión). En suma, la sentencia es deficiente y ha 
 creado una lista que de nada ha servido para combatir algo que debería de estar 
 constantemente en la agenda pública. 

 Las conferencias matutinas del Ejecutivo. ¿Acción tuitiva para la ciudadanía o para la 
 autoridad? (SUP-RAP-49/2020) 

 Rosa María Cano 

 El  CG  del  INE  acordó  aprobar  un  Acuerdo  que  obligaba  a  los  concesionarios  de  radio  y 
 televisión  a  abstenerse  de  difundir,  de  manera  interrumpida,  las  conferencias  de  prensa 
 matutinas  en  las  señales  de  origen  de  Hidalgo  y  Coahuila  o  en  las  vecinas  o  aledañas  que 
 tengan  cobertura  en  dichas  entidades.  Lo  anterior  para  que  durante  el  periodo  de  las  campañas 
 electorales  no  se  transmitieran  las  conferencias  de  AMLO  a  efecto  de  garantizar  la  equidad  en 
 procesos  electorales.  El  acuerdo  usaba  como  base  una  sentencia  de  la  Sala  Regional 
 Especializada  que  había  resuelto  sancionar  a  diversos  concesionarios  de  radio  y  televisión  por 
 difundir  propaganda  gubernamental  a  través  de  la  exposición  de  las  mañaneras.  Se  concluyó 
 que  era  propaganda  gubernamental  cuando:  el  presidente  tratare  temas  de  interés  nacional  o 
 cuando el presidente exponga ciertos temas. 

 Morena  promovió  una  apelación  contra  esa  determinación  argumentando  que:  el 
 Acuerdo  era  incongruente  y  que  el  INE  carecía  de  atribuciones  para  establecer  normas 
 restrictivas  en  materia  de  difusión  y  propaganda  gubernamental.  La  Sala  Superior  le  dio  la  razón 
 al  partido,  la  mayoría  estimo  que  se  infringía  con  el  principio  de  congruencia  al  no  observarse 
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 por  el  INE  los  casos  que  motivaron  las  peticiones  que  activaron  su  intervención,  entre  los  cuales 
 no  se  incluían  las  conferencias  del  Ejecutivo.  Además,  concluyeron  que  el  partido  tenía  facultad 
 de  promover  los  juicios  y  que  el  INE  carecía  de  sustento  normativo  para  introducir  en  su 
 determinación actos de gobierno que no fueron sometidos a su consideración. 

 La  Sala  Superior,  si  bien  reconoció  que  el  INE  tiene  atribuciones  para  fijar  criterios  y 
 directrices  para  asegurar  que  la  propaganda  gubernamental  se  ajuste  a  parámetros 
 constitucionales,  el  INE  atentó  con  los  principios  de  congruencia,  legalidad  y  seguridad  jurídica. 
 Esto  derivado  de  que  el  CG  calificó  ex  ante  la  excepcionalidad  de  determinados  programas  de 
 gobierno y su posible difusión durante la etapa prohibida del texto constitucional. 

 Una  pregunta  para  hacerse  es  si  es  aplicable  el  principio  de  congruencia  a  la  facultad 
 normativa  del  INE  que,  conforme  al  desarrollo  jurisprudencial  de  la  SCJN,  se  acota  a 
 congruencia  en  las  sentencias.  La  Sala  Superior  justifica  el  uso  del  criterio  con  base  en  que  la 
 autoridad  administrativa  también  tiene  una  obligación  de  justificar  sus  acciones  y  que  éstas 
 sean  congruentes.  La  autora,  sin  embargo,  aduce  que,  a  diferencia  de  la  función  jurisdiccional, 
 la  facultad  ejercida  por  el  CGINE  se  inscribe  dentro  de  sus  facultades  normativas,  pues 
 establece directrices y criterios 

 sobre  la  difusión  de  propaganda  gubernamental  en  periodo  prohibido.  Por  lo  que  la  sentencia,  a 
 efecto  de  poder  aplicar  el  principio  de  congruencia  establece,  implícitamente,  que  no  se  está  en 
 presencia  de  una  facultad  normativa.  Sin  embargo,  aun  tratándose  de  un  acto  administrativo,  no 
 se  está  ante  un  caso  que  concierna  a  la  definición  de  situaciones  propias  de  derechos 
 subjetivos  de  los  interesados,  sino  de  la  definición  de  cuestiones  que  conciernen  al  interés 
 público.  La  autora  concluye  que  toda  decisión  normativa  también  tiene  parámetros;  pero  la  Sala 
 lo  hace  a  través  de  un  análisis  que  asemeja  el  acto  a  uno  jurisdiccional,  no  cual  no  tiene  lógica 
 argumentativa. 

 Además,  la  Sala  funda  el  interés  jurídico  de  Morena  en  que  existe  un  interés  tuitivo  que 
 no  puede  ser  individualizado  y  porque  prohibir  la  difusión  integra  de  las  conferencias  implicaba 
 una  afectación  al  derecho  de  acceso  a  la  información.  La  sentencia  al  justificar  que  es  un 
 derecho  al  acceso  a  la  información  incurre  en  una  apreciación  incorrecta  de  lo  que  son  las 
 “mañaneras”.  Y  el  contenido  de  las  conferencias  conlleva  información  sobre  el  quehacer 
 institucional,  al  darse  cuenta  de  los  avances,  logros,  beneficios  de  los  programas  sociales,  entre 
 otros,  que  actualizan  el  estar  en  presencia  de  difusión  de  propaganda  gubernamental,  por  lo 
 que  no  se  está  ante  un  derecho  de  acceso  a  la  información.  Sin  embargo,  la  mayoría  no  hace 
 un  análisis  de  esto,  por  lo  que  se  acomoda  del  lado  de  la  posición  política  de  Morena.  En  este 
 sentido,  al  haber  considerado  que  se  actualizaba  un  interés  tuitivo  del  partido  Morena,  la 
 sentencia asume una protección de la acción 

 gubernamental más que la protección de un interés común. 
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 La  autora  finaliza  su  análisis  concluyendo  que  la  sentencia  deja  mucho  que  desear 
 argumentativa,  especialmente,  porque  no  es  capaz  de  identificar  las  características  esenciales 
 de las funciones constitucionales. 

 El Juicio para la Protección de los Derechos Político-electorales del Ciudadano 
 SUP-JDC-2507/2020 

 José Antonio Caballero Juárez 

 El  análisis  es  sobre  dos  asuntos  iniciados  por  Redes  Sociales  Progresistas  (PSR)  en  contra  de 
 actos  del  CG  del  INE  en  las  que  encuentran  razones  para  invalidar  las  asambleas  iniciadas  por 
 la  asociación  en  Morelos  y  Sonora.  La  sentencia  tiene  como  objeto  allanar  el  camino  para  el 
 registro de la asociación actora como partido político nacional. 

 La  lógica  de  la  sentencia  inicia  con  el  hecho  de  que  la  cuestión  del  reconocimiento  de 
 partidos  políticos  debe  de  seguir  una  interpretación  análoga  al  principio  “pro  persona”, 
 reconocido  en  el  artículo  primero  constitucional.  En  consecuencia,  propone  un  test  de 
 proporcionalidad  para  decidir  sobre  la  negativa  de  solicitud  de  registro  de  un  partido.  La  Sala 
 estima  fundado  que  el  INE  violó  el  derecho  de  audiencia  de  la  asociación  porque  no  se  le  dio 
 oportunidad  de  contestar  respecto  a  la  anulación  de  las  asambleas.  Además,  analiza  cuestiones 
 respecto  a  la  intervención  sindical  de  en  la  asamblea.  La  Sala  termina  por  considerar 
 únicamente  como  invalida  la  asamblea  de  Sonora  y  considerar  como  no  acreditadas  la 
 intervención  sindical  en  un  proceso  de  registro  de  la  organización  como  partido  político 
 nacional. 

 El  autor  analiza  los  votos:  primero,  menciona  que  el  voto  de  Otálora  mencionaba  estar 
 de  acuerdo  con  el  sentido  de  los  argumentos  pero  que  los  efectos  eran  incorrectos  y  lo  que 
 debía  de  suceder  era  la  reposición  del  procedimiento.  Segundo,  el  voto  de  RRM  también 
 menciona que se debe otorgar el registro como partido político nacional a la asociación actora. 

 El  autor  menciona  algunos  precedentes  de  la  propia  Sala  y  de  la  SCJN.  En  este  caso,  la 
 resolución  no  parece  hacerse  cargo  de  la  justificación  de  los  efectos.  Es  decir,  la  determinación 
 en  la  que  se  establece  que  la  nulidad  es  lisa  y  llana  no  parece  tener  un  planteamiento  formal  en 
 lo  general.  Cuando  el  análisis  se  realiza  por  partes  encontramos  algunas  consideraciones 
 aisladas  que  conviene  señalar.  En  el  caso  de  la  invalidez  de  la  asamblea  celebrada  en  Morelos, 
 no  existe  argumentación  alguna  para  justificar  las  razones  por  las  que  el  fallo  no  ordena  a  la 
 autoridad  electoral  reponer  para  el  efecto  de  iniciar  el  procedimiento  sancionatorio 
 correspondiente.  Sin  embargo,  habida  cuenta  del  peso  que  tiene  la  determinación  sobre  la 
 validez  de  dicha  asamblea  en  el  proceso  de  registro  de  un  nuevo  partido  político,  la  cuestión  se 
 torna  especialmente  relevante.  Por  ello,  parece  necesario  un  pronunciamiento  explícito  sobre 
 dichos  hechos  ya  sea  a  fin  de  descartarlos  de  optarse  por  el  camino  de  la  nulidad  lisa  y  llana.  O, 
 de optarse por la nulidad para efectos, la reposición. 
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 En  los  términos  en  los  que  queda  la  sentencia,  las  irregularidades  atribuidas  a  la 
 Asociación  subsisten,  pero  no  parece  existir  mecanismo  alguno  para  determinar  sus  alcances  o 
 garantizar  la  defensa  de  la  propia  asociación.  Aquí  la  posición  de  la  magistrada  Otálora  y  del 
 magistrado  Rodríguez  coincide  en  la  necesidad  de  la  reposición  para  efecto  de  ordenar  el  inicio 
 del  proceso  sancionatorio  respectivo.  Para  el  autor,  la  decisión  pone  en  relieve  las  tensiones  y 
 dificultades  que  se  producen  con  motivo  de  las  funciones  de  supervisión  de  la  autoridad 
 electoral:  las  formalidades  son  el  punto  de  partida  de  seguridad  jurídica  y,  sin  embargo,  la  Sala 
 los pasa por alto. 

 Interpretando la ley para restringir los derechos. Caso México Libre SUP-RAP-56/2020 

 Arturo Espinosa Silis 

 Los  partidos  políticos,  al  menos  en  el  sistema  democrático  mexicano,  son  un  pilar  fundamental 
 de  la  democracia  en  el  país.  Estos  siguen  siendo  el  mecanismo  más  eficaz  para  que  las 
 personas  puedan  acceder  a  cargos  públicos.  En  el  caso  del  registro  de  México  Libre,  tanto  el 
 INE  como  la  Sala  Superior  imperaron  los  intereses  políticos  sobre  la  constitución  de  un  partido 
 político.  En  ambas  decisiones,  destaca  la  pobreza  argumentativa  de  las  consejeras,  consejeros, 
 magistradas  y  magistrados  que  se  pronunciaron.  En  los  casos,  destacaron  la  aplicación  de 
 diferentes  parámetros  para  valorar  el  eventual  registro  de  distintas  organizaciones  que 
 buscaban ser partidos políticos. 

 En  México,  el  ejercicio  del  derecho  de  asociación  política  se  materializa  a  través  del 
 proceso  de  registro  como  partido  político  nacional.  La  existencia  de  un  partido  es  un  proceso 
 doble:  por  un  lado,  el  proceso  de  registro  del  partido  que  atiende  a  ciertas  reglas  y  el 
 mantenimiento  de  un  umbral  de  3%  del  voto.  Este  proceso  de  registro  es  complejo  y  de  tracto 
 sucesivo,  ya  que  las  organizaciones  de  ciudadanos  que  pretendan  constituirse  en  partido 
 político  nacional  deben  agotar  cada  una  de  estas  etapas  y  cumplir  con  los  requisitos  previstos 
 en ellas antes de poder cumplimentar la siguiente fase. 

 La  Sala  Superior  concluyó  que  no  se  debía  otorgar  el  registro.  Ahora,  esto  se  dio  a  la  par 
 de  que  se  confirmara  el  registro  del  PES  a  pesar  de  que  había  existido  la  presencia  de  15 
 ministros  de  culto  en  las  asambleas  del  partido  o  el  registro  de  RSP  a  pesar  de  que  había 
 aportaciones  directas  de  dinero  agremiado  de  un  sindicato.  En  contraste,  la  negativa  de  registro 
 a  México  Libre,  se  confirmó.  Una  mayoría  de  tres  magistrados  y  una  magistrada  consideró  que 
 dado  que  no  se  acreditó  el  origen  del  8.18%  de  sus  recursos,  esto  impidió  a  la  autoridad 
 electoral  comprobar  la  licitud  del  dinero  con  el  que  financió  su  procedimiento  para  poder 
 constituirse como partido político nacional. 

 La  mayoría  determinó  que  Libertad  y  Responsabilidad  Democrática  A.  C.,  al  utilizar  el 
 mecanismo  Clip  para  recibir  aportaciones,  aun  y  cuando  la  reglamentación  en  materia  de 
 fiscalización  señala  que  las  aportaciones  en  dinero  únicamente  pueden  ser  con  cheque  o 
 transferencia  electrónica,  no  permitió  identificar  al  aportante  y,  por  lo  tanto,  se  considera  que  un 
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 porcentaje  de  los  recursos  que  la  financiaron  a  la  organización  son  de  origen  ilícito.  De  esta 
 forma  sostuvieron  que  faltaron  a  los  principios  constitucionales  de  transparencia,  rendición  de 
 cuentas y pulcritud presupuestal. 

 En  el  balance  del  caso,  el  autor  recuerda  que  México  Libre  si  presentó  toda  la 
 documentación  que  tenía  a  su  alcance  para  acreditar  la  identidad  de  los  aportantes  que  dieron 
 las  aportaciones  a  través  de  Clip  (particularmente  el  recibo).  Sin  embargo,  la  Sala  no  lo  tomó  en 
 cuenta.  Además,  utilizó  una  regla  del  reglamento  de  fiscalización  que  establece  que  únicamente 
 se  pueden  hacer  aportaciones  mediante  cheque  o  transferencia;  esto  a  pesar  de  que  la  regla  es 
 para  partidos  políticos  que  tienen  un  límite  a  la  aceptación  de  recursos  y  no  así  para 
 asociaciones  que  busquen  el  registro.  Por  otro  lado,  en  la  sentencia  no  se  hace  valoración 
 alguna  respecto  del  derecho  de  asociación  de  más  de  230,000  personas  que  se  afiliaron  a 
 México  Libre,  esto  como  si  el  proceso  de  registro  de  un  nuevo  partido  político  sólo  se  tratara  del 
 cumplimiento  de  reglas  y  no  del  ejercicio  de  un  derecho,  tal  como  se  establece  no  sólo  en 
 nuestro marco constitucional y legal. 

 Además,  la  mayoría  argumentó  que  el  uso  de  CLIP  violaba  los  principios  de 
 transparencia  y  rendición  de  cuentas.  Cabe  señalar  que  este  principio  resulta  novedoso  en  la 
 materia  electoral,  pues  nunca  se  había  mencionado,  mucho  menos  aplicado,  para  calificar  la 
 gravedad  de  una  falta  o  señalar  irregularidades  en  la  fiscalización,  lo  que  implica  que  a  los 
 partidos  políticos  nunca  les  ha  sido  exigible  este  principio  de  pulcritud  presupuestal.  En  pocas 
 palabras,  se  le  exigió  a  México  Libre  cumplir  con  requisitos  que  ni  siquiera  son  usados  en  contra 
 de partidos políticos. El autor concluye que: 

 Resulta  incongruente  que,  en  el  balance,  a  quienes  se  les  acreditó  una  violación 
 constitucional,  la  autoridad  jurisdiccional  considerara  que  ésta  no  era  de  la  gravedad 
 suficiente  como  para  negarles  el  registro  como  partido  político  nacional  y  la  organización 
 que  violó  una  regla  de  un  ordenamiento  reglamentario  de  carácter  administrativo,  se  le 
 equiparó  a  una  violación  a  un  principio  constitucional  y  se  le  consideró  de  tal  gravedad 
 que no ameritaba otorgarle el registro. 

 A  juicio  del  autor,  dadas  las  discrepancias  entre  los  criterios  aplicados  al  registro  de  unos 
 partidos  y  la  negativa  de  otros,  este  caso  no  puede  ser  explicado  más  que  con  el  hecho  de  que 
 para los magistrados prevaleció la política sobre el derecho. 

 Una fiscalización a modo para el registro del Partido Fuerza Social por México 

 Armando I. Maitret 

 Las  sentencias  de  la  Sala  en  2020  respecto  al  registro  de  partidos  mostraron  la  aplicación  de 
 criterios  distintos  para  resolver  situaciones  parecidas.  Este  ensayo  discute  el  registro  del  partido 
 Fuerza  Social  por  México,  a  pesar  de  que  existían  elementos  que  demostraban  que  se  habían 
 violado  los  principios  de  legalidad,  equidad,  certeza  y  transparencia.  Particularmente,  el  autor 
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 analizará  el  criterio  respecto  a  la  revisión  de  ingresos  y  gastos  del  partido  político  porque  puede 
 tener implicaciones en los casos a futuro. 

 Antes  de  analizar,  es  importante  recordar  que  la  Sala  había  basado  su  doctrina  judicial 
 de  fiscalización  en  lo  siguiente:  si  el  partido  está  en  contra  de  una  sanción  impuesta  por  el  INE, 
 la  Sala  podrá  revocar  la  decisión  lisa  y  llanamente,  si  hay  insuficiencia  documental  puede 
 revocar  para  efectos  de  que  se  tome  en  cuenta  lo  que  el  sujeto  obligado  aportó  o  que  la 
 autoridad  haga  mayores  diligencias.  En  el  caso  de  PFS  la  Sala  ignoró  los  precedentes  y 
 determinó:  que  ahora  la  autoridad  es  la  encargada  de  demostrar  la  procedencia  de  los  recursos 
 y, de no ser posible, se debe exonerar al partido. 

 La  nueva  determinación  tiene  una  clara  inconsistencia  porque,  de  acuerdo  con  la 
 CPEUM  sólo  pueden  ser  registrados  como  partidos  aquellas  organizaciones  que  hayan 
 cumplido  los  requisitos  establecidos  en  la  ley.  El  autor  considera  que  la  Sala  debió  haberse 
 mantenido  congruente  y  consistente  con  su  doctrina  sobre  las  finalidades  de  la  fiscalización 
 pues,  con  ello,  hubiera  conseguido  armonizar  el  derecho  de  asociación  política  y  respetar  los 
 principios de legalidad, certeza y objetividad. 

 En  términos  generales,  durante  el  proceso  de  registro  de  partidos  del  año  pasado  se 
 puede  observar  que  el  INE  hizo  un  análisis  rígido  sobre  los  requisitos  que  deben  cumplir  las 
 organizaciones  de  ciudadanos  para  cumplir  con  los  requisitos,  mientras  que  la  Sala  Superior 
 hizo  una  lectura  dúctil  de  los  mismos.  En  el  caso  concreto  del  PFS,  esencialmente  el  INE 
 encontró  aportaciones  en  especie  hechas  por  personas  no  identificadas  y  que  líderes  sindicales 
 de  organizaciones  gremiales  unidas  en  la  CATEM  participaron  en  funciones  relevantes  en  el 
 proceso  de  constitución,  lo  que  motivó  dejar  sin  efectos  cinco  asambleas  estatales  y,  con  ello,  la 
 organización  no  alcanzó  las  afiliaciones  equivalentes  al  0.26%  del  padrón  electoral  federal.  En 
 suma,  el  INE  observó  que  cerca  del  20%  de  los  recursos  recibidos  no  fueron  identificados  y,  por 
 ende, la anulación de asambleas derivado de ella terminó en la negativa de registro. 

 Ahora,  el  análisis  de  la  Sala  fue  completamente  en  otro  sentido.  La  Sala  revocó  la 
 conclusión  relacionada  con  las  aportaciones  de  personas  no  identificadas  (por  lo  que  restituyó 
 cinco  asambleas)  y,  con  ello,  el  partido  alcanzaría  el  registro.  La  Sala  concluyó  que  fue 
 incorrecta  la  acreditación  de  la  conducta  puesto  que:  “la  responsable  no  venció  la  presunción  de 
 certeza  del  origen  de  las  aportaciones  a  partir  de  lo  reportado  por  el  recurrente  siendo  que,  de 
 presumir  un  origen  diverso  le  correspondía  acreditar  de  forma  fehaciente  cuál  era  éste  para 
 identificar  si  resultaba  ilícito,  lo  que  en  el  caso  no  realizó”.  La  Sala  se  refería  que  el  INE  previó 
 que  revisaría  todas  las  aportaciones  mayores  a  240,000  pesos  y  se  entendía  que  todas  las  que 
 fueran menor a ellas tenían una presunción de certeza. 

 En  tal  sentido,  estableció  una  carga  probatoria  diferente  a  como  históricamente  se 
 habían  analizado  esos  procedimientos,  pues  ahora  la  autoridad  electoral  debía  acreditar  el 
 origen  ilícito  de  los  ingresos  al  no  identificarse  a  las  personas  aportantes.  Esto  va  en  contra  del 
 punto  de  vista  normativo  y  de  las  practicas  de  auditoria  especialmente  porque  hay  una  gran 



 LIBRO 

 diferencia  entre  establecer  que  todas  las  operaciones  superiores  a  cierto  monto  se  revisarían  y 
 sostener que por ese hecho todas las demás iban a presumirse lícitas. 

 La  sentencia  da  un  giro  importante  en  la  doctrina  de  la  fiscalización  construida  por  el  INE 
 y  por  el  propio  TEPJF,  al  estimar  que  como  las  aportaciones  de  personas  no  identificadas  no 
 entraban  en  ese  rango  donde  el  INE  revisaría  todo,  entonces  era  la  autoridad  administrativa 
 quien  asumía  la  prueba  sobre  el  origen  ilícito  de  esas  aportaciones  inferiores  a  240,000; 
 perspectiva  que  modifica  la  perspectiva  de  defensa  de  los  principios  de  certeza,  legalidad, 
 transparencia  y  rendición  de  cuentas  en  materia  electoral,  pues  evidentemente  esto  trae  como 
 consecuencia  que  los  sujetos  obligados  se  atrevan  a  no  reportar  con  veracidad  y  de  manera 
 completa  sus  ingresos,  lo  cual  obstaculiza  el  ejercicio  de  la  facultad  de  fiscalización  de  la 
 autoridad. 

 La  Sala,  además,  hace  un  argumento  de  presunción  de  buena  fe  respecto  a  la  forma  en 
 que  la  organización  realizó  sus  operaciones.  Tal  argumento  también  se  aparta  de  la  normativa  y 
 de  la  finalidad  que  tiene  el  proceso  de  fiscalización,  pues  si  bien  debe  imperar  el  principio  de 
 buena  fe  respecto  de  lo  que  se  informa,  al  momento  de  verificarse  la  documentación  es  muy 
 común  encontrar  omisiones,  errores  o  irregularidades  que  se  deben  subsanar  por  el  sujeto 
 obligado,  por  ello  la  obligación  de  garantizar  el  derecho  de  audiencia;  pero,  una  vez  agotada  la 
 oportunidad  de  aclarar,  corregir  y  aportar  documentación  comprobatoria,  el  sujeto  obligado  no  lo 
 hace, no se puede sostener que se haya vulnerado el principio de buena fe. 

 Respecto  a  la  participación  de  organizaciones  gremiales  en  la  constitución  del  partido:  la 
 Sala  concluyó  que  la  mera  presencia  de  algunos  miembros  sindicales  no  hacía  que  existieran 
 elementos  suficientes  para  justificar  la  denegación  del  partido  que,  en  todo  caso,  esta  debía 
 presentar  un  porcentaje  “significativo”.  En  el  caso,  si  bien  no  se  encontraron  elementos  para 
 demostrar  una  afiliación  corporativa,  sí  los  había  respecto  de  la  intervención  gremial  a  través  de 
 algunos  de  sus  cuadros  directivos,  lo  cual  no  es  menor,  dadas  las  características  del  actual 
 sindicalismo  en  México  donde  las  figuras  directivas  tienen  un  control  muy  fuerte  sobre  sus 
 agremiados.  Máxime  tratándose  de  la  CATEM,  organización  fundada  hace  10  años  por  Pedro 
 Haces,  líder  principal  de  esa  confederación  de  sindicatos  y  senador  por  Morena.  Esto  es  un 
 hecho  notorio  que  tampoco  se  podía  dejar  de  tomar  en  consideración  como  parte  del  contexto 
 en el que se dio el registro del partido. 

 El  autor  concluye  que  le  preocupan  tres  cuestiones  de  la  sentencia:  (1)  la  discrepancia 
 entre  el  trato  de  los  casos  de  PFS  y  el  partido  México  libre;  (2)  el  cambio  de  enfoque  en  el 
 proceso  de  fiscalización  en  cuanto  a  quién  le  corresponde  acreditar  que  las  aportaciones 
 recibidas  provengan  de  personas  identificadas;  (3)  el  estándar  probatorio  de  intervención 
 gremial y la participación de ministros de culto y la conformación de partidos. 
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 Laicidad simulada en la conformación de nuevos partidos. El caso de Encuentro 
 Solidario 

 Guadalupe Salmorán Villar 

 La  laicidad  es  un  principio  constitucional  fundador  del  Estado.  La  sentencia  SUP-RAP-75/2020 
 es  un  ejemplo  de  como  se  puede  simular  el  cumplimiento  de  mandatos  constitucionales  en  la 
 materia.  Es  decir,  con  la  sentencia  la  SS  ha  abierto  la  puerta  para  que  ministros  de  culto 
 participen  en  procesos  constitutivos  de  los  partidos  políticos  a  pesar  de  incurrir  en  violaciones 
 directas a la CPEUM. El caso es la sentencia que confirmó el registro del PES. 

 Inicialmente,  el  CG  del  INE  decidió  otorgar  el  registro  del  PES  como  partido; 
 inconformes  con  la  decisión  otros  partidos  acudieron  al  INE  porque  en  el  proceso  de 
 constitución  participaron  quince  ministros  de  culto  en  igual  número  de  asambleas  distritales;  por 
 lo que se lesionaba el principio de Laicidad y separación Estado-iglesias. 

 La  Sala  Superior  reconoció  que  los  principios  de  laicidad  establecidos  en  la  CPEUM  se 
 traducen  en  una  serie  de  restricciones  al  ejercicio  de  los  derechos  políticos  de  las  personas  que 
 ocupan  una  ministratura  de  culto.  Para  la  mayoría  de  los  magistrados,  no  cualquier  irregularidad 
 puede  incidir  en  el  resultado  del  procedimiento  del  registro,  en  detrimento  del  derecho  del  resto 
 de  los  ciudadanos  que  ya  se  habían  afiliado  al  partido.  La  Sala  Superior  determinó  que  la 
 intervención  en  quince  asambleas  por  sí  sola  no  podía  ser  una  infracción  constitucional 
 atribuible  a  la  asociación  que  solicitó  el  registro  como  partido  político.  Es  decir,  que  debía 
 probarse  que  el  PES  contaba  con  una  estrategia  para  que  las  asociaciones  participaran  en  el 
 proceso. 

 Así,  hay  tres  puntos  en  la  sentencia:  (1)  la  disociación  entre  la  conducta  de  las 
 ministraturas  de  culto  y  las  asociaciones  religiosas,  en  que  el  comportamiento  de  los  primeros 
 no  se  imputa  a  los  segundos;  (2)  la  necesidad  de  contar  con  el  consentimiento  de  la  agrupación 
 para  permitir  el  registro  para  permitir  la  participación  de  las  asociaciones  religiosas  en  el 
 proceso  de  constitución  del  nuevo  partido;  (3)  la  posibilidad  de  relativizar  la  gravedad  de  las 
 irregularidades  en  relación  con  el  numero  de  asambleas,  afiliaciones  y  aportaciones  válidas. 
 Para el autor, hay ciertos desaciertos claves en la sentencia: 

 a)  Bajo  el  nuevo  criterio,  los  magistrados  podrán  decidir  cuando  y  bajo  que  circunstancias 
 las  violaciones  directas  a  la  CPEUM  relacionadas  a  la  laicidad  serán  determinantes:  este 
 parámetro  no  tiene  ningún  respaldo  constitucional  o  legal.  Es  ajeno  a  cualquier  Estado 
 constitucional  que  sean  los  propios  jueces  los  que  definan  los  parámetros  que  servirán 
 de rasero para determinar la ilicitud de aquello que van a juzgar. 

 b)  La  Sala  Superior  pierde  de  vista  que  el  acto  impugnado  por  el  PAN  no  era  la  imposición 
 de  una  sanción,  sino  el  otorgamiento  del  registro  como  partido  político  nacional  a  la 
 organización  Encuentro  Solidario.  La  obligación  del  TEPJF  en  este  caso  no  era, 
 entonces,  revisar  si  el  INE  había  sancionado  correctamente  al  PES  por  las  infracciones 
 cometidas por los ministros de culto. 
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 c)  Al  contrario  de  lo  que  afirman  los  magistrados  en  esta  sentencia  la  conducta  de  los 
 ministros  de  culto  fue  mucho  más  allá  que  su  “sola  presencia”,  “asistencia”,  o 
 “apersonamiento”  en  las  asambleas  de  la  organización.  No  está  demás  traer  a  la 
 memoria  que  las  15  personas  con  investidura  religiosa  participaron  activamente,  y  de 
 diversas maneras, en las asambleas de 10 distritos. 

 d)  De  conformidad  con  el  ordenamiento  jurídico  mexicano,  no  es  posible  desvincular  la 
 figura  de  ministro  de  culto  a  la  de  las  asociaciones  religiosas  que  pertenecen. 
 Legalmente,  es  ministro  de  culto  a  quien  las  asociaciones  religiosas  les  confieren  ese 
 carácter.  Pero  no  sólo  eso,  sino  también  cuando  una  persona  con  esa  investidura  es 
 mucho  más  que  un  simple  integrante  de  la  asociación  religiosa  que  actúa  por  cuenta 
 propia (Art. 24 y 41, base primera, segundo párrafo, así como 130 inciso de CPEUM). 

 e)  De  conformidad  con  la  carta  magna,  existe  una  tajante  incompatibilidad  entre  la 
 investidura  religiosa  y  la  participación  en  la  arena  pública.  Los  ministros  de  culto  no 
 pueden  asociarse  con  fines  políticos  ni  realizar  proselitismo  a  favor  o  en  contra  de 
 candidatura,  partido,  coalición  o  asociación  política  alguna.  En  otros  asuntos,  la  Sala 
 Superior  ha  señalado  que  “la  razón  y  fin”  del  artículo  130  constitucional  “es  regular  las 
 relaciones  entre  la  iglesia  y  el  Estado,  preservando  la  separación  más  absoluta  e 
 intentando  asegurar  que,  de  ninguna  manera,  pueden  influenciarse  unas  con  otras”.  La 
 decisión va en contra de los precedentes. 

 Las  restricciones  constitucionales  no  cayeron  desde  lo  alto,  responden  a  la  experiencia  concreta 
 de  un  pasado  no  muy  lejano  en  que  los  clérigos  tomaron  partido  en  las  luchas  por  el  poder 
 político.  Con  esta  sentencia,  la  Sala  ha  dado  pauta  para  que  los  ministros  participen 
 activamente  en  los  procesos  de  constitución  de  los  partidos  porque  los  magistrados  han  vuelto 
 prácticamente  de  imposible  actualización  la  infracción  al  texto  constitucional  que  prohíbe  la 
 injerencia  de  las  asociaciones  religiosas  y  ministraturas  de  culto  en  la  formación  de  nuevos 
 partidos  políticos  (por  el  número  de  intervención  y  la  obligación  de  demostrar  que  las 
 agrupaciones ciudadanas dieron su consentimiento para que se intervenga). 

 Paridad hasta las últimas consecuencias 

 María Marván Laborde 

 En  los  procesos  electorales  2020-2021  hubo  elecciones  de  gubernatura  en  15  entidades 
 federativas.  La  sentencia  del  Tribunal  ordenó  a  los  partidos  políticos  presentar  siete  candidatas 
 mujeres  y  ocho  hombres.  Esto  porque  el  Tribunal  validó  un  acuerdo  del  CG  del  INE  que 
 buscaba  garantizar  la  paridad  en  las  postulaciones.  La  autora  considera  que  los  puestos 
 unipersonales no pueden ser sometidos a reglas de cuotas o de paridad porque son indivisible. 

 La  autora  enuncia  que  hubieron  cinco  etapas  previas  a  la  decisión:  (1)  candidata  a  la 
 gubernatura  de  Michoacán  la  pidió  al  INE  que  emitiera  criterios  para  garantizar  el  principio  de 
 paridad  en  la  postulación  de  las  quince  gubernaturas;  (2)  el  CG  rehúye  dar  respuesta  por  la 
 intervención  en  facultades  del  OPLE;  (3)  se  impugna  la  decisión  ante  el  TEPJF  y  éste  obliga  al 
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 INE  el  emitir  reglamentación;  (4)  el  INE  obliga  a  los  partidos  a  registrar  al  menos  siete 
 candidatas  para  las  quince  gubernaturas;  (5)  la  medida  es  impugnada.  La  sentencia  tiene  los 
 siguientes  resolutivos:  el  INE  si  tiene  la  facultad  de  ordenar  sobre  las  gubernaturas  y  se  vinculó 
 al  Congreso  de  la  Unión  a  regular  sobre  paridad  en  las  gubernaturas  para  el  siguiente  proceso 
 electoral. 

 La  autora  resalta  el  voto  concurrente  y  particular  parcial  conjunto  emitido  por  RRM  y 
 Otálora.  Considera  que,  en  primer  lugar,  es  criticable  la  forma  en  que  se  llevó  la  sesión  y  la 
 publicación  del  boletín  informativo  por  parte  de  la  autoridad.  Con  respecto  a  la  sentencia,  la 
 autora menciona los siguientes problemas: 

 1.  Al  imponer  el  criterio  de  paridad  en  elecciones  concurrentes  de  cargos  unipersonales  se 
 crea  una  interdependencia  en  15  hechos  jurídicos  que,  por  definición,  fueron  hasta  el  14 
 de  diciembre  de  2020  eventos  legales  independientes.  Esta  decisión  claramente  atenta 
 en  contra  del  pacto  federal  que  se  establece  en  la  CPEUM  en  el  artículo  40,  pues 
 disminuye la soberanía de los estados. 

 a.  El  hecho  de  que  se  hayan  alineado  varios  procesos  electorales  no  hacen  que 
 sea  un  solo  proceso  electoral  o  que  las  gubernaturas  constituyan  una  unidad 
 legal 

 2.  La  resolución  de  la  Sentencia  116/2020  establece  que  el  principio  de  paridad  para  la 
 nominación  de  candidaturas  a  puestos  de  elección  popular  está  por  encima  del  principio 
 de  certeza  que  debe  respetarse  en  todos  los  procesos  electorales  porque  el  Tribunal  ha 
 establecido  reiteradamente  que  las  decisiones  sobre  la  paridad  en  las  candidaturas  se 
 pueden tomar en cualquier momento. 

 3.  La  decisión  hace  que  la  paridad  prime  sobre  la  autodeterminación  de  los  partidos,  ya 
 que la paridad acota sus márgenes de decisión. 

 Además,  la  decisión  es  muy  pobre  porque  nunca  se  hace  una  valoración  de  por  qué  estos 
 principios  deben  pasar  a  segunda  cancha  por  la  paridad.  Lo  único  que  se  hizo  fue  decir  en 
 varias  ocasiones  el  agravio  histórico  en  contra  de  las  mujeres;  sin  considerar  los  otros  principios 
 democráticos del país. 

 Las mañaneras como vía para violar la Constitución. Análisis de los casos 
 SUP-REP-3/2021 y SUP-REP-20/2021 

 Juan Jesús Garza Onofre 

 La  decisión  es  sobre  las  conferencias  mañaneras.  Para  el  autor  es  un  ejemplo  de  mala 
 argumentación  jurídica  orientada  en  defender  algo  que  es  indefendible  en  términos 
 constitucionales.  El  autor  parte  de  que  las  mañaneras  en  un  esquema  de  comunicación  sin 
 precedentes  en  las  que  el  presidente  a  todas  luces  reorganiza  el  espectro  político  y  se 
 aprovecha  de  los  medios  de  comunicación  para  compartir  ideas  sin  ninguna  estructura,  pero, 
 sobre  todo,  sin  ningún  control  constitucional.  Particularmente,  es  preocupante  porque  cuando  el 
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 presidente  se  pronuncia  contra  otros  partidos  políticos,  en  las  que  se  identifica  claramente  su 
 parcialidad,  se  está  influyendo  en  la  promoción  de  ciertas  opciones  políticas,  que  claramente  es 
 violatorio del art. 134 CPEUM. 

 En  el  presente  caso,  un  partido  se  inconformó  con  los  dichos  del  presidente.  El  partido 
 alegó  una  indebida  intromisión  en  el  proceso  electoral,  así  como  realización  de  promoción 
 personalizada.  La  Comisión  de  Quejas  y  Denuncias  del  INE  resolvió  la  solicitud  a  estableciendo 
 que  resultaba  procedente  una  medida  cautelar  de  tipo  inhibitoria,  la  cual  consistía  en  ordenar  al 
 presidente  de  la  República  que  se  abstuviera  de  realizar  actos  que  impliquen  una  posible 
 transgresión  a  los  principios  constitucionales  de  equidad,  imparcialidad  y  neutralidad  en  la 
 contienda  electoral  en  curso.  AMLO,  a  través  de  Consejería  Jurídica,  se  inconformó  ante  la  Sala 
 Superior:  alegaba  que  las  declaraciones  ya  se  habían  consumado.  La  Sala  le  dio  la  razón  al 
 presidente  porque  considera  que  la  Comisión  de  Quejas  no  tenía  competencia  para  hacer  tal 
 determinación (lo debía hacer el CG). El autor identifica varios problemas fundamentales: 

 A.  Tanto  la  Comisión  como  el  Consejo  General  cuentan  con  una  naturaleza  concurrente 
 para  el  dictado  de  medidas  cautelares  vinculadas  con  cualquier  servidor  público  siempre 
 y  cuando  viole  el  artículo  134  de  la  Constitución,  el  ejemplo  más  claro  de  esto  son  los 
 múltiples  casos  que  es  posible  encontrar  en  los  que  la  Sala  Superior  ha  analizado 
 medidas  cautelares  dictadas  por  la  propia  Comisión  de  Quejas  en  ocasión  de  acciones 
 atribuidas al presidente de la República, sin que se hubiese diferenciado la competencia. 

 B.  El  Tribunal  asume  que  el  presente  caso  “trata  de  asuntos  que  ameritan  que  el  Consejo 
 General  del  INE  conozca  y  resuelva  como  única  autoridad  electoral  nacional,  aún  en 
 supuestos  en  que  se  actualice  la  competencia  concurrente  de  otra  autoridad  electoral”, 
 también  lo  es  que  dicha  posibilidad  esconde  una  forma  de  abrir  el  debate  a  distintas 
 ópticas  y  opiniones  de  las  diferentes  personas  que  integran  el  Consejo  General  para  así 
 poder tener una decisión que pueda reflejar los ánimos políticos del momento. 

 C.  La  Sala  Superior  había  concluido  que  los  ataques  en  contra  de  partidos  no  podían  leerse 
 de  manera  aislada.  Al  respecto  el  autor  considera  que  el  “TEPJF  insiste  en  que  la 
 cuadratura  para  graduar  estos  ejercicios  desde  un  plano  jurídico  sólo  es  posible 
 desplegarla  desde  la  trinchera  que  conlleva  un  amplio  ejercicio  informativo  de  índole 
 gubernamental,  es  claro  que  para  los  magistrados  electorales  los  insultos,  las  mentiras, 
 el  falsear  datos,  la  autopromoción  e  incluso  la  misma  intervención  en  la  contienda 
 electoral...  todo  ese  cúmulo  de  dichos  disparatados  y  tendenciosos  que  no  son 
 propiamente  información,  también  son  una  manera  de  estar  enterado  del  acontecer 
 cotidiano desde la visión que despliega el funcionario público más importante del país.” 

 D.  Lo  que  provoca  el  criterio  es  una  absoluta  desregulación  normativa  de  las  “mañaneras” 
 al  momento  en  que  uno  de  los  argumentos  para  la  revocación  del  acuerdo  impugnado 
 por  presidencia  es  que  la  imposición  de  medidas  de  tutela  inhibitoria  como  las  impuestas 
 por  la  Comisión  de  Quejas  son  también  novedosas,  el  Tribunal  encuentra  la  excusa 
 perfecta  para  evitar  hacer  un  llamado  a  que  el  titular  del  Ejecutivo  se  apegue  a  lo  que  la 
 Constitución  le  ordena  en  el  desempeño  de  sus  funciones,  y  más  allá  del  nombre,  tal 
 medida cautelar no tiene propiamente un carácter sancionatorio. 
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 Después  de  esta  decisión,  el  INE  acató  su  contenido  y  acordó  ordenar  a  AMLO  que  se 
 abstuviera  de  realizar  conductas  que  involucraran  manifestaciones  que  pudieran  tener 
 contenido  electoral.  Otra  vez,  el  Consejero  Jurídico  presentó  un  recurso  en  contra  del  Acuerdo 
 argumentando  que  el  INE  había  emitido  normas  generales  que  contenían  censura  previa  y  falta 
 de  congruencia  en  el  acuerdo.  La  decisión,  a  puerta  cerrada,  es  un  ejemplo  más  de  la 
 temerosidad  de  la  Sala  ante  el  presidente.  En  esta  decisión  se  va  por  una  cuestión  semántica: 
 el  acuerdo  carece  de  congruencia  respecto  del  dictado  para  evitar  la  repetición  de  conductas 
 ilícitas. 

 Al  autor  le  preocupa  la  mala  calidad  argumentativa  y  la  tendencia  de  la  Sala  de  no  dar  la 
 cara  cuando  se  deciden  cuestiones  que  atenten  directamente  contra  el  presidente  López 
 Obrador.  Además,  considera  que  esta  decisión  permite  la  legitimización  de  las  actuaciones  del 
 presidente  en  contra  del  Estado  de  Derecho  (particularmente  de  las  disposiciones 
 constitucionales que velan por la equidad en la contienda). 

 Una justicia virtual: el Tribunal Electoral frente a la pandemia 

 Karolina M. Gilas 

 La  pandemia  revolucionó  el  mundo  y,  como  a  todo,  también  afectó  la  forma  en  que  se  llevaron 
 los  comicios  en  todo  el  mundo  y,  además,  la  justicia  electoral.  Este  artículo  describe  y  analiza  la 
 ruta  que  ha  tomado  el  Tribunal  Electoral  del  Poder  Judicial  de  la  Federación  (TEPJF),  ante  la 
 emergencia sanitaria  . 7

 Para  la  justicia  electoral,  el  tránsito  al  esquema  virtual  resultó  ser  bastante  accidentado. 
 En  un  primer  momento  de  la  contingencia,  el  TEPJF  decidió  llevar  a  cabo  sus  sesiones  públicas 
 a  través  del  intercambio  de  correos  electrónicos  entre  magistradas  y  magistrados,  únicamente 
 para  la  resolución  de  los  asuntos  urgentes,  es  decir,  “aquellos  que  se  encuentren  vinculados  a 
 algún  proceso  electoral  en  relación  con  términos  perentorios,  o  bien,  que  pudieran  generar  la 
 posibilidad  de  un  daño  irreparable”.  La  posibilidad  de  sesionar  por  videoconferencia,  si  bien  fue 
 discutida  por  el  Pleno  de  la  Sala  Superior,  fue  rechazada  por  la  mayoría  de  los  integrantes 
 quienes consideraron peligroso el uso de esta tecnología. 

 Cabe  señalar  que,  en  esta  primera  etapa  de  la  emergencia  sanitaria,  el  TEPJF  no 
 adoptó  ningún  tipo  de  medidas  que  pudieran  facilitar  la  presentación  de  las  demandas  por  vía 
 electrónica.  Fue  hasta  junio  de  2020  —y  una  vez  que  la  SCJN  hubo  adoptado  un  esquema  de 
 esta  naturaleza—  que  el  TEPJF  permitió  la  presentación  de  las  demandas  a  través  de  juicio  en 
 línea.  Sin  embargo,  la  ampliación  del  recurso  tampoco  fue  el  mejor:  eran  sólo  asuntos  de  ultima 
 instancia,  establecía  requisitos  para  acceder,  no  se  consideró  la  carga  de  la  firma  certificada  y 
 no  se  tomaron  en  cuenta  a  los  grupos  sin  acceso  a  internet  (especialmente  preocupante  dada  la 
 brecha  digital  en  el  país).  Hasta  el  momento,  a  ocho  meses  de  la  aprobación  del  juicio  en  línea 
 y  a  cinco  meses  de  su  apertura  a  todos  los  medios  de  impugnación,  esta  vía  de  presentación  de 
 las  demandas  no  parece  ser  ampliamente  utilizada  por  la  ciudadanía  ni  por  otros  actores.  En  el 

 7  La síntesis será muy breve debido a que no discute una sentencia. 
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 buscador  de  las  sentencias  del  TEPJF  aparecen  únicamente  63  sentencias  en  las  que  se 
 incluye la frase “juicio en línea”, 43 de estas dictadas por la Sala Superior. 

 La  autora  concluye  que  es  necesario  llevar  la  justicia  electoral  a  una  reflexión  acerca  de 
 sus  principios,  procesos  y  requerimientos,  para  evaluar  una  forma  más  equitativa  de  hacer 
 justicia en un mundo que se acerca cada vez más a un sistema  online  . 

 Una fiscalización del dinero electoral en riesgo 

 Anaid Casillo y Ángeles Plascencia 

 I. Introducción. 

 Las  distintas  reformas  electorales  han  ido  poniendo  énfasis  a  la  regulación  del  monto  y  las 
 fuentes  de  financiamiento  que  pueden  recibir  y  gastar  los  partidos  políticos  en  sus  actividades 
 ordinarias y de cara a las contiendas electorales. 

 En  México  la  ley  es  muy  clara  al  privilegiar  de  manera  preponderante  el  financiamiento 
 público  sobre  el  privado.  Esta  preponderancia  de  financiamiento  público  permite,  además  de 
 equilibrar  las  condiciones  de  la  competencia,  reducir  la  vulnerabilidad  de  los  partidos  ante 
 presiones  externas  y  financiamiento  ilegal,  así como  fortalecer  la  estructura  y  el  sistema  de 
 partidos compensando la escasez de ingresos de la militancia. 

 II. El modelo de fiscalización del INE. 

 La  reforma  de  2014  incorpora cambios  sustanciales  no  solo  en  la  manera  en  que  se  fiscaliza 
 sino incluso en las consecuencias de las conclusiones. 

 Es así como se establecieron como causas de nulidad de las elecciones las siguientes: 

 a.  el rebase de topes de gasto de campaña; 
 b.  por el uso de recursos de origen prohibido; o, 
 c.  por  la  adquisición  de  tiempo  en  radio  y  televisión,  al  margen  de  la  prerrogativa 

 que se otorga por ley a los partidos y candidatos. 

 En  el  nuevo  modelo  de  fiscalización  nacional,  la  aprobación  de  los  dictámenes  y  resoluciones 
 de  fiscalización,  así  como  la  calificación  y  declaración  de  validez  de  la  elección,  ahora  son 
 procesos vinculados que se sincronizan. 

 Así  que,  en  primer  lugar,  el  INE  concluye  la  fiscalización  y  determina,  en  su  caso,  los 
 rebases  de  topes  de  gasto  en  campa a.  En  seguida,  el  TEPJF  analiza  la  información  y  cuando 
 considera  que  el  rebase  es  determinante  en  el  resultado  de  la  elección  la  anula  y  solicita  que  se 
 convoque a una nueva. 
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 En  el  nuevo  modelo  de  fiscalización  nacional,  la  aprobación  de  los  dictámenes  y 
 resoluciones  de  fiscalización,  así como  la  calificación  y  declaración  de  validez  de  la  elección, 
 ahora son procesos vinculados que se sincronizan. 

 III. Caso Monreal (SUP-JDC-1521/2016) 

 En  este  apartado  se  explicará  lo  sucedido  en  2016  con  la  omisión  de  presentar  informe  de 
 precampaña  en  la  que  incurrieron  Morena  y  su  precandidato  a  gobernador,  David  Monreal  en  el 
 marco  del  proceso  electoral  local  de  Zacatecas.  El  INE  acreditó que,  durante  la  etapa  de 
 precampaña,  dicho  ciudadano  realizó  actos  de  naturaleza  proselitista,  utilizó un  inmueble  como 
 casa  de  precampaña  y  desplegó propaganda  en  vía  pública,  sin  que  tales  erogaciones  fueran 
 hechas  del  conocimiento  de  la  autoridad  electoral;  por  lo  tanto,  acorde  con  la  legislación 
 electoral,  determinó que  dicha  infracción  era  suficiente  para  negarle  el  registro  como  candidato. 
 No  obstante,  tal  decisión  fue  revocada  por  la  Sala  Superior  (SUP-JDC-1521/2016  y 
 acumulados). 

 Al  sustentar  su  determinación,  el  Tribunal  dio  por  bueno  que  el  informe  se  haya 
 presentado  en  ceros  y  de  manera  extemporánea,  estimó que  toda  vez  que  David  Monreal 
 atendió de  forma  oportuna  el  requerimiento  formulado  por  la  autoridad  fiscalizadora  en  plazo 
 establecido, no se actualizaba la omisión de rendir informe. 

 Contrario  a  toda  lógica,  señaló que  la  omisión  de  presentar  informe  no  es  equiparable  a 
 presentación  extemporánea  del  mismo  (aun  y  cuando  fue  presentado  en  ceros),  pues  a  su  juicio 
 la  primera  conducta  atenta  de  manera  grave  la  rendición  de  cuentas  y  el  modelo  de 
 fiscalización, en tanto que la segunda sí lo retarda el ejercicio de la facultad fiscalizadora. 

 Por  supuesto,  puede  discutirse  si  la  sanción  de  negar  una  candidatura  es  proporcional  a 
 la  falta  de  no  presentar  informe  de  ingresos  y  gastos  de  precandidatura,  pero  eso  es  lo  que 
 determina  la  ley  que  deben  aplicar  tanto  el  INE  como  el  Tribunal  y  a  la  que  deben  someterse  los 
 actores políticos. 

 IV. Caso Coahuila 

 La  elección  por  la  gubernatura  de  Coahuila  en  2017  es  un  claro  ejemplo  de  cómo  las 
 resoluciones  del  Tribunal  Electoral  del  Poder  Judicial  de  la  Federación  pueden  afectar  los 
 resultados  de  la  fiscalización  a  efecto  de  que  no  se  actualicen  las  causales  de  nulidad  previstas 
 en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

 El  caso  concreto  versó  sobre  la  fiscalización  de  la  campaña  del  entonces  candidato  a 
 gobernador Miguel Ángel Riquelme postulado por la otrora Coalición por un Coahuila Seguro. 

 El  Consejo  General  del  INE,  a  través  del  dictamen  de  fiscalización,  acreditó  el  rebase  al 
 tope  de  gastos  de  campaña  por  parte  de  los  dos  candidatos  más  votados  para  la  gubernatura 
 del  estado.  El  dictamen  determinó que  el  candidato  electo  rebasó el  tope  de  gastos  de 
 campa a  que  ascendía  a  $19,242,478.57,  por  un  monto  de  $1,521,905.97,  es  decir,  lo 
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 equivalente  a  7.9  puntos  porcentuales,  mientras  que  el  candidato  postulado  por  la  Coalición 
 Alianza Ciudadana, encabezada por el Partido Acción Nacional, excedió el tope en 4.6%. 

 Lo  anterior  resulta  relevante,  ya  que  entre  el  primero  y  el  segundo  lugar  existió una 
 diferencia  de  votos  menor  al  5%,  pues  el  primer  lugar  recibió el  38.89%  de  la  votación,  mientras 
 que  el  segundo  alcanzó el  36.41%,  es  decir,  la  diferencia  fue  de  2.48%,  por  lo  que  podrá a 
 actualizarse la causal de nulidad prevista en la carta magna. 

 La  Sala  Superior  revocó  de  manera  lisa  y  llana  tres  conclusiones  sancionatorias 
 respecto  a  gastos  no  reportados,  por  concepto  de  viáticos  ($3,750.00),  aportación  de  ente 
 impedido  ($46,400.01)  y  publicidad  en  Facebook  ($993,013.96),  cuyo  monto  involucrado  en 
 total  ascendió  a  $1,043,163.97.  En  consecuencia,  el  monto  se  ajustó de  tal  manera  que  ya  no 
 se configuró el supuesto de nulidad. 

 Es  interesante  explicar  lo  que  ocurrió con  el  gasto  en  Facebook,  esto  es,  la  manera  en 
 que  el  INE  determinó la  conclusión  sancionatoria  por  egreso  no  reportado  y  los  argumentos  del 
 Tribunal  para  invalidar  tal  determinación.  En  el  caso  concreto,  el  INE  solicitó  información  a 
 Facebook  respecto  a  los  pagos  de  publicidad  y  promoción  de  los  sujetos  obligados.  Por  lo  que 
 hace  al  candidato  de  la  Coalición  Por  un  Coahuila  Seguro,  Facebook  informó  que  recibió pagos 
 por  un  monto  de  993,013.96  pesos;  en  este  sentido,  al  no  encontrar  el  reporte  de  dicho  gasto, 
 se  requirió a  la  Coalición  a  fin  de  que  proporcionara  la  documentación  comprobatoria  del  pago 
 a Facebook por el monto señalado. 

 La  Coalición  señaló que  el  pago  observado  se  encontraba  registrado  en  dos  pólizas 
 correspondientes  a  las  operaciones  celebradas  con  el  proveedor  de  marketing  Digital  Atelier 
 Espora  por  un  monto  de  300,000  y  348,000  pesos,  respectivamente;  sin  embargo,  de  la  revisión 
 a  la  documentación  señalada  por  la  Coalición,  no  se  encontró el  pago  realizado  a  Facebook,  es 
 decir,  la  documentación  sólo  acreditaba  el  pago  realizado  por  la  Coalición  al  proveedor.  Es 
 importante  destacar  que  el  monto  informado  por  Facebook  obedeció  a  993,000  pesos,  mientras 
 que la operación celebrada con el proveedor sumaba apenas un total de 648,000 pesos. 

 El  INE  concluyó que  las  facturas  de  gasto  con  Digital  Atelier  Espora,  que  es  un 
 proveedor  de  marketing  digital,  no  correspondían  con  el  pago  a  Facebook  y  que,  por  tanto,  esta 
 última  erogación  se  había  ocultado  a  la  autoridad  fiscalizadora  y  que  era  menester  sumar  ese 
 gasto  al  total  del  realizado  por  el  candidato  ganador  a  la  gubernatura  de  Coahuila.  El  Tribunal 
 desestimó los  hallazgos  de  la  UTF,  argumentando  que  la  información  que  Facebook  había 
 proporcionado  comprendía a  una  temporalidad  más  amplia  que  la  duración  de  la  campa a  que 
 se estaba sancionando. 

 La  Sala  Superior  pudo  ordenar  al  INE  realizar  más  diligencias  a  efecto  de  precisar  el 
 periodo  y  pagos  realizados;  no  obstante  revocó de  manera  lisa  y  llana  la  determinación  del 
 Instituto, por tanto, se condonó el gasto de propaganda que Facebook confirmó. 
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 Es  decir,  no  hubo  consecuencia  alguna  aun  cuando  se  acreditó que  el  candidato  se  vio 
 beneficiado  con  promoción  y  publicidad  en  Facebook  por  993,013.96  pesos  que  no  fueron 
 reportados a la autoridad fiscalizadora. 

 Cabe  decir  que  el  caso  se  vuelve  más  llamativo  porque  el  supuesto  gasto  en  Facebook 
 después  fuera  validado  por  la  Sala  Superior  como  si  fuera  para  producción  de  videos,  es  decir, 
 que  una  misma  factura  le  permitió  a  la  Coalición  del  PRI  avalar  diferentes  gastos  y  así no 
 rebasar  el  tope  de  gasto  de  la  campa a  por  un  monto  susceptible  de  producir  la  nulidad  de  la 
 elección. 

 Al  resolver  la  impugnación  SUP-RAP-719/2017  la  Sala  Superior  calificó como  fundado 
 el  agravio de  indebida  garantía  de  audiencia  y,  en  plenitud  de  jurisdicción,  entró al  análisis  de 
 las  constancias  con  las  que  el  partido  intentó acreditar  el  reporte  de  la  producción  de  los  videos 
 en  cuestión,  lo  que  tuvo  como  resultado  que  la  autoridad  jurisdiccional  tuviera  por  reportados  82 
 de  los  84  videos,  en  consecuencia  el  monto  involucrado  de  la  sanción  disminuyó a  34,800.00 
 pesos, cifra que a su vez se reflejó en la acumulación al gasto de la candidatura. 

 Lo  incongruente  de  dicha  determinación  es  que  la  Sala  Superior  sustentó  su  decisión  al 
 considerar  que  el  gasto  por  producción  de  los  82  videos  se  encontraba  reportado  en  las  pólizas 
 de  las  operaciones  celebradas  con  el  proveedor  Atelier  Espora,  mismo  proveedor  que,  según  lo 
 manifestado  por  la  Coalición  en  el  marco  de  la  revisión  de  informes  de  campaña,  fue  el 
 responsable de la contratación de publicidad en Facebook. 

 Es  decir,  con  las  mismas  pólizas  la  Sala  Superior  dio  por  buena  la  comprobación  de 
 videos  aun  cuando  el  propio  partido  señaló que  tales  operaciones  habían  tenido  como  objeto  el 
 pago  de  propaganda  en  Facebook.  En  paralelo  para  el  mismo  proceso,  el  Consejo  General  del 
 INE  determinó la  instauración de  un  procedimiento  oficioso  en  materia  de  fiscalización  a  fin  de 
 tener  certeza  respecto  de  los  gastos  realizados  por  los  partidos  políticos  el  de  la  jornada 
 electoral celebrada el 4 de junio 

 En  la  sustanciación del  procedimiento  se  requirió a  todos  los  partidos  políticos  para  que 
 en  un  término  de  24  horas  proporcionaran  la  evidencia  documental  en  la  que  se  comprobara  la 
 participación n  voluntaria  y  gratuita  de  cada  uno  de  sus  representantes  de  casilla.  A  efecto  de 
 considerar  válidos  los  formatos  entregados  por  los  partidos,  el  Consejo  General  del  INE 
 estableció como  criterio  que  éstos  deberán  contener  el  nombre,  clave  de  elector,  firma  del 
 representante  de  casilla  y  estar  fechados  como  máximo  con  el  7  de  junio,  fecha  en  la  que  los 
 formatos  debieron  ser  entregados  a  la  autoridad  electoral.  Por  lo  que  hace  a  los  formatos 
 entregados  por  los  integrantes  de  la  Coalición,  se  advirtió que  en  los  388  proporcionados  por  el 
 Partido  Revolucionario  Institucional  se  indicaba  el  20  de  junio  como  fecha  de  elaboración,  por  lo 
 que  de  acuerdo  con  los  criterios  del  Consejo  General  no  podrán  ser  tomados  en  cuenta,  en 
 consecuencia,  no  se  tuvo  acreditada  la  gratuidad  y  por  tanto  fueron  considerados  como  un 
 egreso no reportado por un monto involucrado de 448,043 pesos. 

 Por  lo  que  hace  al  Partido  Verde  Ecologista  de  México,  se  advirtió que  sólo 
 presentó 328  de  los  366  requeridos.  En  cuanto  al  Partido  Joven,  omitió  presentar  49  formatos 
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 de  gratuidad  con  los  requisitos  estipulados;  por  tanto,  se  sancionó la  omisión  de  reporte  por  un 
 monto  de  57,798.95  pesos.  La  determinación  fue  impugnada  por  los  integrantes  de  la  Coalición 
 (SUP-RAP-687/2017  y  sus  acumulados  SUP-JDC-904/2017,  SUP-RAP-688/2017, 
 SUP-RAP-689/2017,  SUP-RAP-692/2017  y  SUPRAP-694/2017).  Al  resolver  los  medios  de 
 impugnación,  la  Sala  Superior  consideró que  el  hecho  de  que  la  fecha  no  coincidiera  con  la 
 temporalidad  establecida  por  el  Consejo  General  (del  4  al  7  de  junio)  tenía  que  sancionarse 
 como  una  falta  formal,  pues  argumentó que  debía  prevalecer  la  manifestación  expresa  de 
 voluntad  de  los  representantes  de  casilla  del  partido.  En  consecuencia,  dejó sin  efectos  el 
 monto de $375,740.93 y mandató individualizar nuevamente la sanción. 

 Las  decisiones  de  la  Sala  Superior  en  las  que  revocó los  egresos  no  reportados 
 determinados  por  el  INE  y  determinó prorratear,  es  decir,  dividir  los  gastos,  entre  todas  las 
 campañas  de  los  candidatos  de  la  Coalición  a  todos  los  cargos  de  elección  en  Coahuila,  se 
 determinó que  los  gastos  totales  aplicados  a  la  campaña  a  gobernador  ascendieron  a 
 $19’212,159.26,  es  decir  $30,319.31  abajo  del  tope  de  gastos  de  campa a.  Los  hallazgos  de 
 fiscalización  del  INE,  incluso  aquellos  en  los  que  colaboró Facebook,  fueron  simplemente 
 anulados por el Tribunal Electoral. 

 V. Caso Fideicomiso Morena 

 En  este  apartado  se  analizar uno  de  los  casos  más  emblemáticos  de  los  últimos  años,  la 
 creación de  un  Fideicomiso  denominado  Por  los  demás,  cuya  finalidad,  según  los  múltiples 
 dichos  del  entonces  presidente  de  Morena,  era  brindar  apoyo  a  los  damnificados  del  sismo  del 
 19 septiembre de 2017. 

 La  investigación  realizada  por  el  INE  da  cuenta  de  un  financiamiento  paralelo  en 
 beneficio  de  Morena,  cuyos  ingresos  y  gastos  deliberadamente  no  fueron  reportados  a  la 
 autoridad  fiscalizadora  y  que  actualizó infracciones  graves  como  aportaciones  de  entes 
 impedidos,  rebase  al  l mite  de  aportaciones  individuales,  aportaciones  en  efectivo,  así como 
 egresos  no  reportados,  razón  por  la  cual  el  INE  impuso  al  partido  una  sanción  equivalente  al 
 250% del monto involucrado, lo que ascendió a la cantidad de 197 millones de pesos. 

 Sin  embargo,  dicho  financiamiento  paralelo  fue  avalado  por  la  Sala  Superior  ya  que,  al 
 resolver  el  medio  de  impugnación  interpuesto  por  el  partido,  consideró que  la  investigación nno 
 había  sido  exhaustiva  lo  suficiente  y  paradójicamente  revocó de  manera  lisa  y  llana  la  sanción 
 impuesta  por  el  INE,  lo  que  se  tradujo  en  la  imposibilidad  legal  para  el  Instituto  de  ampliar  la 
 investigación n  a  fin  de  atender  la  supuesta  exhaustividad  se alada  por  dicho  órgano 
 jurisdiccional.  De  esta  manera  quedó impune  el  cúmulo  de  irregularidades  cometidas  por  el 
 partido en la creación administración y funcionamiento del Fideicomiso 

 El  hallazgo  más  relevante  por  su  gravedad  es  que  el  fideicomiso  recibió un  monto  de 
 44.4  millones  a  través  de  depósitos  en  efectivo,  monto  que  debió  ser  rechazado  según  lo 
 establecido  en  las  cláusulas  del  contrato  del  fideicomiso.  Aunado  a  lo  anterior,  se  identificó que 
 dichos  depósitos  se  realizaron  bajo  un  patrón  sistematizado  en  el  que  un  grupo  peque o  de 
 personas  realizó las  operaciones  bancarias  de  manera  sincronizada  y  con  una  diferencia 
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 mínima  de  segundos.  Bajo  este  esquema,  en  tan  solo  cuatro  días  se  ingresaron  12.9  millones 
 de pesos, en montos que iban desde 25,000 pesos hasta los 200,000 pesos. 

 He  ahí lo  paradójico  de  la  decisión de  la  Sala  Superior:  si  consideró que  el  INE  no 
 agotó la  línea  de  investigación,  lo  lógico  era  una  revocación  para  efecto  que  la  autoridad 
 fiscalizadora  realizara  mayores  diligencias,  sin  embargo,  determinó revocar  de  manera  lisa  y 
 llana  la  resolución  impugnada  y,  en  consecuencia,  el  total  de  irregularidades  detectadas  por  la 
 UnidadTécnica de Fiscalización n quedaron libres de sanción. 

 Para  la  Sala  Superior,  el  hecho  de  que  el  Consejo  Nacional  del  partido  haya  ordenado  la 
 constitución n  del  fideicomiso,  que  su  dirigente  nacional  haya  publicitado  el  mismo  a  través  de 
 diversos  medios,  que  tanto  los  integrantes  del  Comité Técnico  del  fideicomiso  como  los 
 fideicomitentes  y  los  beneficiarios  de  los  recursos,  se  encontrarán  estrechamente  relacionados 
 con  el  partido,  no  fueron  elementos  suficientes  para  acreditar  un  vínculo  del  fideicomiso  con 
 Morena,  ni  siquiera  de  forma  indiciaria  como  para  ordenar  al  INE  realizar  más  diligencias  de 
 investigación. 

 VI. Caso Asismex 

 En  resumen,  el  INE  documentó,  investigó y  sancionó una  trama  de  financiamiento  irregular 
 para  pagar  la  operación n  electoral  el  d a  de  la  jornada  electoral  celebrada  el  1o.  de  julio  de 
 2012.  La  empresa  investigada  tenía  las  características  típicas  de  una  empresa  fachada,  la  cual 
 se  fondeó de  recursos  de  empresas  igualmente  irregulares.  Para  arribar  a  las  conclusiones 
 descritas  anteriormente,  el  INE  hizo  uso  de  todas  las  facultades  con  las  que  cuenta  dentro  del 
 marco  jurídico  para  investigar  y  sancionar  a  los  sujetos  obligados,  sin  embargo,  y  a  pesar  de  la 
 evidencia,  la  última  palabra  en  este  caso  la  tuvo  la  autoridad  jurisdiccional,  es  decir,  el  Tribunal 
 Electoral del Poder Judicial de la Federación TEPJF). 

 Un  año  después  de  la  resolución el  INE8  sobre  el  caso  de  Asismex,  la  Sala  Superior  del 
 TEPJF,  atendiendo  a  los  recursos  de  apelación n  del  PRI  y  el  PVEM,  determinó revocar  sin  dar 
 oportunidad  al  INE  de  que  se  emitiera  una  nueva  determinación  a  partir  de  nuevas  diligencias. 
 En  concreto,  la  Sala  Superior  consideró que  la  información  entregada  por  Bancomer  pudo 
 haber  sido  s lo  un  indicio  respecto  a  que  Asismex  dispersó dinero  entre  ciudadanos 
 presuntamente  registrados  como  representantes  de  casilla,  sin  embargo,  el  INE  excedió su 
 alcance  al  darle  a  la  información n  valor  probatorio.  Lo  anterior  debido  a  que,  en  opinión  de  la 
 Sala  Superior,  no  se  tuvo  certeza  de  la  veracidad  de  la  información  contenida  en  la  base  de 
 datos entregada por Bancomer (SUP-RAP-5/2018 y SUPRAP-7/2018). 

 Adicionalmente,  los  magistrados  de  la  Sala  Superior  consideraron  que  las  conclusiones 
 a  las  que  llegó la  investigación n  del  INE  fueron  erróneas  toda  vez  que  a  partir  de  las 
 coincidencias  de  nombres  que  se  encontraron  en  las  bases  de  datos  confrontadas  no  se 
 encontró coincidencia  entre  los  beneficiarios  de  las  ocho  tarjetas  con  los  representantes  de 
 casilla  del  PRI  o  del  PVEM,  por  lo  que  la  hip tesis  de  la  autoridad  responsable  no  se  encuentra 
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 soportada  m s  que  en  un  cruce  de  nombres.  La  determinación  de  la  Sala  Superior  fue  clara  y 
 libró de toda responsabilidad al PRI y al PVEM. 

 El  caso  Asismex  quedó completamente  impune.  Al  resto  de  los  partidos  políticos 
 involucrados  a  partir  del  cruce  de  bases  de  datos,  en  la  sentencia  de  la  Sala  Superior  se 
 revocó lisa  y  llanamente  la  resolución n  impugnada,  al  considerar  que  se  actualizó la  figura  de 
 la  prescripción n  de  la  facultad  del  INE  de  iniciar  un  procedimiento  en  contra  de  los  partidos 
 políticos  PAN,  PRD,  PT,  PVEM,  Movimiento  Ciudadano  y  Nueva  Alianza.  Si  el  INE  amplió   el 
 objeto  de  la  investigación  el  14  de  diciembre  de  2017,  debió haber  dado  inicio  de  un  nuevo 
 procedimiento. 

 VII. Caso Registro de nuevos partidos 2020 

 En  2019,  fueron  89  las  organizaciones  de  ciudadanos  las  que  cumplieron  los  requisitos  iniciales 
 para  que  su  solicitud  fuera  declarada  procedente.  Sólo  47  iniciaron  finalmente  el  proceso  de 
 obtención de  apoyo  ciudadano  exigido  por  las  leyes,  y  la  celebración de  al  menos  20 
 asambleas estatales con 3,000 asistentes o 200 asambleas distritales con 300 asistentes. 

 Finalmente,  en  febrero  de  2020  siete  organizaciones  culminaron  la  recopilación  de 
 apoyos  y  solicitaron  finalmente  su  registro  ante  el  INE,  acreditando  la  realización  de  una 
 asamblea  nacional  constitutiva  y  entregando  sus  documentos  básicos,  así  como  sus  reportes  de 
 ingreso  y  gastos.  En  este  apartado,  centraremos  nuestra  atención  en  dos  organizaciones: 
 Redes Sociales Progresistas y Fuerza Social por México. 

 El  21  de  agosto  de  2020,  el  Consejo  General  aprobó la  resolución respecto  de  las 
 irregularidades  encontradas  en  el  dictamen  consolidado  de  la  revisión  de  los  informes 
 mensuales  de  ingresos  y  egresos  de  las  organizaciones  de  ciudadanos  que  presentaron 
 solicitud  formal  para  obtener  su  registro  como  partido  político  nacional.  Una  de  las  faltas  de 
 fondo  que  se  acreditaron  en  los  dictámenes  de  ambas  organizaciones  fueron  las  aportaciones 
 de personas no identificadas. 

 En  el  caso  de  Redes  Sociales  Progresistas  se  encontró que  22.5  pesos  de  cada  100 
 que  reportó como  ingresos  fue  de  origen  no  identificado,  es  decir,  más  de  uno  de  cada  cinco 
 pesos  fue  de  origen  desconocido.  De  igual  modo,  Fuerza  Social  por  México  llegó al  25.6%  de 
 recursos  provenientes  de  personas  no  identificadas,  así que  más  de  la  cuarta  parte  de  los 
 recursos  que  usó fueron  irregulares.  Como  base  de  comparación,  se  calculó el  costo  promedio 
 de  las  asambleas  celebradas  por  la  organización.  Para  ello,  se  utilizó el  monto  de  egresos 
 reportados  entre  el  número  de  asambleas  celebradas,  incluso  aquellas  que  fueron  canceladas 
 por falta de quorum. 

 En  el  caso  de  la  organización Redes  Sociales  Progresistas,  se  determinó que  en  nueve 
 de  las  22  asambleas  válidas  el  porcentaje  de  las  aportaciones  de  personas  no  identificadas 
 respecto  al  costo  promedio  superó el  20%.  Por  su  parte,  para  la  organización Fuerza  Social 
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 por  México,  se  encontró que  seis  de  las  26  asambleas  válidas  rebasaron  el  20%  del  porcentaje 
 de las aportaciones de personas no identificadas respecto al costo promedio. 

 A  partir  de  los  hallazgos  de  la  UTF  del  INE,  la  Comisión  de  Prerrogativas  y  Partidos 
 Políticos  en  su  sesión  del  3  de  septiembre  de  2020,  determinó que  cuando  los  recursos 
 provenientes  de  personas  no  identificadas  exceden  el  20%  de  los  recursos  reportados  por  una 
 organización en  proceso  de  constitución  como  partido,  se  trata  de  un  comportamiento  que 
 incidió de  manera  significativamente  alta  en  la  capacidad  de  realización de  las  asambleas,  por 
 lo  que  procedió a  determinar  cómo  no  válidas  aquéllas  en  las  que  la  falta  se  haya  acreditado, 
 así como las afiliaciones recabadas en estas. 

 De  esta  forma,  el  Consejo  General  aprobó el  criterio  de  la  Comisión  de  Prerrogativas  y 
 Partidos  Políticos.  En  consecuencia,  a  Redes  Sociales  Progresistas  se  le  anularon  nueve  de  las 
 22  asambleas  válidas,  mientras  que  a  Fuerza  Social  por  México  se  le  anularon  siete  de  las  26 
 asambleas  válidas,  una  por  entrega  de  dádivas  y  seis  por  financiamiento  irregular.  De  este 
 modo,  las  asambleas  válidas  restantes  fueron  13  y  19  respectivamente,  con  lo  cual  no  lograron 
 satisfacer el número mínimo (20) de asambleas estatales celebradas. 

 Las  organizaciones  de  ciudadanos  interpusieron  diversos  medios  de  impugnación  en 
 contra  de  los  hallazgos  y  sanciones  determinadas  por  el  Instituto  Nacional  Electoral.  Llama 
 especialmente  la  atención  la  decisión  que  la  Sala  Superior  tomó en  el  tema  de  aportaciones  de 
 personas  no  identificadas,  particularmente  en  las  impugnaciones  promovidas  por  Fuerza  Social 
 por  México  y  Redes  Sociales  Progresistas,  a  quienes  exoneró de  dicha  conducta,  en  contraste 
 con  lo  resuelto  para  las  organizaciones  Libertad  y  Responsabilidad  Democrática,  y  Grupo  Social 
 Promotor de México, a quienes les confirmó la determinación de Instituto. 

 EN  el  expediente  SUP-RAP-51/2020,  Fuerza  Social  por  México  se  quejó de  que  el  INE 
 incurrió en  una  indebida  acreditación de  la  conducta  sancionatoria  correspondiente  a 
 aportaciones  de  personas  no  identificadas.  Tal  agravio  fue  calificado  como  fundado  por  la 
 autoridad  jurisdiccional,  al  considerar  que  no  existían  elementos  que  desvirtuaran  la  presunción 
 de  certeza  respecto  de  la  identidad  de  los  aportantes  que  en  grado  suficiente  permitieran 
 concluir  que  la  aportación  se  realizó por  personas  diversas  a  las  reportadas.  Argumentó que  si 
 una  operación  no  se  encuentra  bancarizada,  ello  no  necesariamente  resulta  concluyente  para 
 afirmar  que  no  fue  realizada  por  la  persona  que  la  organización  identificó y  acreditó. 
 Finalmente,  concluyó que  no  se  contó con  los  elementos  necesarios  para  imputar 
 responsabilidad  a  la  organización  recurrente,  al  no  vencerse  la  presunción  de  certeza  del  origen 
 de  las  aportaciones  ya  que  existía  un  origen  cierto  a  partir  de  lo  reportado.  En  consecuencia, 
 determinó dejar  sin  efectos  la  decisión  del  Instituto,  lo  que  a  su  vez  impactó en  la  procedencia 
 del registro. 

 Asimismo,  a  través  de  la  sentencia  dictada  en  el  expediente  SUPJDC-  2512/2020,  la 
 Sala  Superior  ordenó al  Consejo  General  del  INE  otorgar  el  registro  como  partido  político  a 
 Fuerza  Social  por  México.  Situación  similar  sucedió con  la  organización  Redes  Sociales 
 Progresistas,  cuya  impugnación  fue  radicada  bajo  el  número  de  expediente  SUPRAP-53/2020, 
 en  la  que  la  organización  se  agravió de  la  indebida  motivación  y  fundamentación  de  la 



 LIBRO 

 conclusión  sancionatoria.  En  tal  sentido,  corrió con  la  misma  suerte  y  la  organización  también 
 fue exonerada de la falta observada. 

 En  el  caso  del  Grupo  Social  Promotor  de  México,  en  la  sentencia  SUPRAP-57/2020  la 
 Sala  Superior  consideró que  la  organización  no  controvirtió de  manera  frontal  las 
 consideraciones  de  la  resolución  impugnada  ni  proporcionó los  elementos  idóneos  en  el 
 momento  procesal  oportuno;  sin  embargo,  se  advierte  que  los  agravios  planteados  por  la 
 recurrente  son  similares  a  los  planteados  por  las  dos  organizaciones  antes  referidas,  pues  en 
 síntesis  argumentó que  la  comprobación  que  realizó respecto  a  las  aportaciones  recibidas  se 
 apegaba  a  lo  exigido  por  el  Reglamento  de  Fiscalización,  de  igual  forma  señaló que  sus 
 aportantes estaban debidamente identificados. 

 A  diferencia  de  lo  sucedido  con  las  otras  dos  organizaciones,  el  órgano  jurisdiccional 
 desestimó sus  planteamientos  y  determinó confirmar  la  sanción  impuesta  por  el  INE,  a  pesar 
 de  que  la  imparcialidad  obligatoriamente  debe  ser  una  característica  de  todo  juzgador;  sin 
 embargo,  en  este  caso  se  evidenció que  la  balanza  estaba  cargada  hacia  los  intereses  de  dos 
 organizaciones. 

 En  el  caso  de  Libertad  y  Responsabilidad  Democrática,  la  Sala  Superior  en  plenitud  de 
 jurisdicción  determinó que  las  aportaciones  captadas  a  través  del  dispositivo  Clip  y  que  fueron 
 calificadas  por  la  autoridad  fiscalizadora  como  aportaciones  de  ente  desconocido,  vulneraron 
 los  principios  de  rendición  de  cuentas  y  certeza  en  el  origen  de  los  recursos  bajo  los  cuales  se 
 financió la  organización,  lo  cual  a  su  juicio  incidió de  manera  determinante  en  que  se  pudieran 
 validar  las  exigencias  relativas  a  representatividad  territorial  y  apoyo  ciudadano  por  parte  de  la 
 organización,  así como  en  la  falta  de  certeza  por  cuanto  a  la  licitud  de  los  recursos  que  fueron 
 utilizados para financiar el procedimiento. 

 Es  de  precisar  que,  a  diferencia  del  Tribunal  Electoral,  el  Consejo  General  de  INE 
 determinó un  mismo  criterio  para  todas  las  organizaciones  que  incurrieron  en  aportaciones  de 
 personas  identificadas.  Para  el  Tribunal,  las  aportaciones  recabadas  por  el  dispositivo  Clip 
 merecieron  la  no  obtención  de  registro  para  el  Partido  México  Libre,  pero  las  aportaciones  sin 
 sustento  documental  bancario  o  hacendario  para  otras  organizaciones  políticas  sí fueron 
 válidas. 

 VIII. Conclusiones 

 Hemos  mostrado  el  complejo  y  expedito  proceso  de  fiscalización  que  se  realiza  en  el  seno  del 
 Consejo  General  del  INE.  La  tarea  de  fiscalización  es  monumental.  El  marco  normativo  exige 
 resultados  inmediatos  en  materia  de  fiscalización,  es  por  ello  que  se  dotó  al  INE  de  facultades 
 extraordinarias como es la posibilidad de superar los secretos bancario, fiduciario y fiscal. 

 Los  hallazgos  de  la  fiscalización  van  más  allá de  dar  cuenta  de  errores  contables  de  los 
 sujetos  obligados.  Como  hemos  dado  cuenta  el  INE  ha  logrado  evidenciar  complejas  tramas  de 
 financiamiento paralelo que pueden tener repercusión en la integridad de las elecciones. 
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 Las  tramas  de  financiamiento  irregular  que  hemos  detallado  han  quedado  impunes  o  han 
 sido  minimizadas  por  el  Tribunal  Electoral  del  Poder  Judicial  de  la  Federación.  De  forma 
 sistemática,  partidos  políticos  y  candidatos  esgrimen  argumentos  que  ante  el  Tribunal  tienen 
 más  peso  que  las  pruebas  documentales  públicas  que  presenta  el  INE  y  que  obtiene  del 
 sistema financiero o de las autoridades hacendarias. 

 En  2014  el  Poder  Legislativo  concretó una  reforma  electoral  ambiciosa  y  exigente  en 
 materia  de  fiscalización  del  dinero  que  fluye  a  la  política.  Sin  embargo,  de  nada  sirve  la  buena 
 voluntad  de  los  legisladores,  ni  la  eficiencia  del  INE  si  las  autoridades  jurisdiccionales  terminan 
 por  sepultar  toda  investigación  que  pueda  incomodar  a  determinados  actores  políticos 
 poderosos. 

 Las turbulentas presidencias del Tribunal Electoral 

 Juan Jesús Garza Onofre y Javier Martín Reyes 

 I. A manera de introducción: predicar con el anti-ejemplo 

 Resulta  un  imperativo  que  los  árbitros  electorales  se  pongan  a  pensar  sobre  cómo  ha  sido  el 
 desempeño  del  rostro  más  visible  del  TEPJF,  analizando  críticamente  cuál  debe  ser  el  rol  de  la 
 cabeza  de  la  justicia  electoral,  de  esa  persona  encargada  de  representar  y  administrar  a  esta 
 jurisdicción especializada. 

 Es  evidente  que  el  Tribunal  Electoral  no  tiene  un  rumbo  definido,  o  más  bien,  que  el 
 rumbo  que  intenta  seguir  ha  sido  marcado  desde  y  por  el  poder  en  turno.  Ante  la  ausencia  de 
 liderazgos  creíbles,  frente  a  un  cuerpo  colegiado  fracturado  y  con  una  fracción  que  decide 
 políticamente,  quizás  antes  de  seguir  enarbolando  una  retórica  que  poco  abona  a  la  realidad,  ya 
 va  siendo  tiempo  de  que  la  tan  auto  celebrada  justicia  electoral  abierta  del  TEPJF  sea,  ante 
 todo, justicia. 

 El  presente  artículo  no  aspira  a  otra  cosa  más  que  a  levantar  acta  de  distintos  momentos 
 que  han  enturbiado  las  presidencias  de  la  actual  integración  del  TEPJF,  intentando  dejar 
 constancia  sobre  el  abismo  que  ha  existido  entre  el  rol  que  el  ordenamiento  jurídico  encomienda 
 a quien presida esta institución y el desastre ocurrido durante los últimos años. 

 II. Presidir un tribunal entre la espada (de la política) y la pared (del derecho) 

 Tal  parece  que  el  desempeño  de  quienes  han  ejercido  este  cargo  durante  la  presente 
 integración oscila entre la opacidad institucional y la cercan a al poder político en turno. 

 Las  siete  personas  que  ejercen  como  magistrados  electorales  de  la  Sala  Superior  en 
 México,  no  sólo  llevan  a  cabo  una  función  de  índole  propiamente  jurisdiccional,  sino  que 
 también  están  llamados  a  cumplir  su  encargo  como  los  últimos  guardianes  de  la  democracia. 
 De  ahí  que,  quien  los  presida,  deba  ser  alguien  con  carácter  y  profundo  sentido  de 
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 responsabilidad,  alguien  que  no  sólo  debe  atemperar  y  manejar  los  ánimos,  los  egos  y  las 
 intenciones  de  sus  otros  seis  pares,  sino  que  también,  y  quizá  todavía  más  importante,  sepa 
 lidiar con las presiones políticas y las responsabilidades jurídicas que demanda este espacio. 

 Algunos  involucrados  se  hayan  enfocado  en  desplegar  sus  actuaciones  jurisdiccionales 
 a  partir  de  un  sinfín  de  estrategias  y  maniobras  discrecionales  para  conseguir  el  poder  al  interior 
 del  Tribunal.  Sin  embargo,  los  mecanismos  de  poder  y  diversas  presiones  tanto  externas  como 
 internas  han  evidenciado  la  falta  de  solvencia  para  poder  blindar  e  institucionalizar  un  puesto  de 
 tales magnitudes. 

 III.  Candil  de  la  calle,  oscuridad  de  la  casa:  la  ausencia  de  reglas  claras  en  la  elección  de  la 
 presidencia del Tribunal Electoral. 

 Se advierten varios problemas relacionados con el tema que nos atañe respecto a la falta de 
 claridad de las normas en juego: 

 ●  El  primero,  y  quizá más  importante,  es  que  para  la  elección  del  presidente  del  Tribunal, 
 no  se  menciona  algún  método  o  procedimiento  a  seguir.  Al  día  de  hoy,  no  existe  algún 
 tipo  de  lineamiento  relativo  a  las  formas  que  deben  anteceder  a  tal  decisión,  es  decir,  la 
 ley  no  menciona  nada  en  relación  a  si  la  sesión  ser pública  o  privada,  respecto  si  los 
 magistrados  deberán  exponer  sus  razones,  sobre  el  tiempo  de  antelación  con  el  que 
 pueden presentar su candidatura 

 ●  La  segunda  cuestión  problemática  es  aquella  respecto  a  la  renuncia  al  cargo  de 
 magistrado  presidente.  Parece  que  la  regla  en  la  LOPJF  que  faculta  la  renuncia  abre  un 
 margen  lo  suficientemente  amplio  para  evitar  responsabilidades  y  abandonar  el  cargo 
 sin  mayores  consecuencias,  como  si  se  tratara  de  un  asunto  menor,  tirando  por  la  borda 
 los  proyectos  iniciados,  la  visión  que  se  pensaba  construir  del  Tribunal  y  de  la  justicia 
 electoral, al no estar regulada la justificación que da pie a la renuncia. 

 De  esta  manera  se  observa  que  el  tema  de  la  presidencia  del  Tribunal  Electoral  no  se  encuentra 
 bien  regulado  en  la  ley  secundaria  que,  paradójicamente,  se  enfoca  en  la  correcta  organización 
 y desarrollo de las instituciones de justicia en el país. 

 De  poco  servir positivizar  las  tareas  de  las  que  la  personas  que  presida  el  Tribunal 
 ser responsable  si  las  mismas  las  puede  llegar  a  negociar,  o  intercambiar  con  sus  pares  a  costa 
 de conseguir sus apoyos para su candidatura. 

 Poca  legitimidad  moral  puede  presumir  un  Tribunal  que  proclama  democracia  y  justicia 
 abierta  a  los  cuatro  vientos  mientras  en  sus  prácticas  cotidianas  no  las  lleva  a  cabo.  Estamos, 
 nada  más  y  nada  menos,  que  ante  el  típico  caso  de  supuesto  tribunal  que  se  dice  candil  de  la 
 calle pero oscuridad de su propia casa. 

 IV.  Un  bochornoso  espectáculo  a  tres  tiempos:  la  renuncia  de  la  magistrada  Otálora,  la  gris 
 sustitución del magistrado Fuentes y la turbia elección del magistrado Vargas 
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 Tal  parecer  que  las  mismas  leyes  se  han  dispuesto  para  provocar  una  catástrofe,  sobre  alfileres 
 se  encuentra  la  forma  en  cómo  se  elige  y  se  justifica  la  presidencia  del  TEPJF,  pero  no  sólo  eso, 
 sino  también  la  manera  en  cómo  se  puede  dejar  de  serlo.  El  Tribunal  Electoral  se  ha  convertido 
 en la corte de las tres mentiras: no es ya ni tribunal, ni electoral, ni judicial. 

 Con  una  integración  viciada  desde  su  origen,  como  para  querer  aparentar  unidad  y  emitir 
 un  mensaje  de  solidez  y  certidumbre  institucional,  habrá que  recordar  que  la  elección  de  la 
 primera  presidenta  de  este  nuevo  periodo  de  la  justicia  electoral  resultó de  la  decisión  unánime 
 de todos 

 sus pares. Sería ingenuo pensar que aquella “crisis” del Tribunal Electoral que se cristalizó en 
 la renuncia de su presidenta, fue producto de los desencuentros generados sólo por la 
 validación de la elección de gobernador en Puebla (una de las escasas gubernaturas que en la 
 elección de 2018 no ganó Morena sino el PAN), la cual, el magistrado José Luis Vargas 
 propuso anular pero que, al final, no obtuvo mayoría, por lo que días después, a través de su 
 cuenta de Twitter y por medio de diferentes medios de comunicación, se encargó de acusar de 
 “parcial” a Janine Otálora. 

 Independientemente  del  color  del  partido  político  que  gobierne,  el  camuflaje  político  de 
 los  magistrados  electorales  ha  oscilado  entre  la  conveniencia  y  la  subordinación,  ya  que  tal 
 parece  que  la  subsistencia  del  Tribunal  Electoral  depende  de  mantener  una  estrecha 
 comunicación con quienes 

 ostenten  el  poder.  No  deja  de  sorprender  que  a  esta  institución  prácticamente  se  le  deja 
 intocada,  sobre  todo  si  consideramos  que  buena  parte  de  los  cambios  propuestos  para  la  Corte 
 y  el  Consejo  podrían  ser  trasladables  para  resolver  muchos  de  los  problemas  de  la  justicia 
 electoral 

 De  ahí que  la  elección  del  cargo  de  presidente  del  Tribunal  no  debe  ser  una  mera 
 negociación  entre  magistrados  de  Sala  Superior,  no  debe  quedar  al  arbitrio  de  quien  tenga 
 mejores  cartas  políticas  para  jugar  en  ese  momento.  Se  dicen  jueces  constitucionales,  pero 
 operan  como  mercenarios  al  servicio  del  mejor  postor.  Se  llenan  la  boca  de  sentencias 
 “progresistas”,  “protectoras”,  “innovadoras”  y  “garantistas”,  pero  se  muestran  incompetentes 
 para cumplir con su papel más elemental: fungir como contrapeso a las mayorías partidistas. 

 Para  el  caso  de  Fuentes,  claramente,  uno  de  los  principales  problemas  es  que  si  la 
 renuncia  de  Otálora  se  justificó a  través  de  nuevos  cambios  en  el  panorama  político,  resulta 
 difícil  hablar  de  autonomía,  independencia  o  sana  distancia  con  el  nuevo  magistrado  presidente 
 y  el  poder  político  en  turno.  Que  sepan,  quienes  hayan  dudado  alguna  vez  del  Tribunal,  que  por 
 lo  menos  existe  una  mayoría  de  magistrados  dispuestos  a  interceder  por  los  intereses  del 
 partido político con mayor fuerza. 

 Por  eso  mismo,  el  adjetivo  que  mejor  puede  llegar  a  describir  la  sustitución  del 
 magistrado  Felipe  Fuentes  encuentra  sintonía  con  la  tibieza,  la  mediocridad,  lo  gris,  es  decir, 
 todo  aquello  que  no  termine  por  definirse,  como  queriendo  atreverse,  pero  al  final  prefiriendo  no 
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 llamar  la  atención.  Se  empieza  a  vislumbrar  el  mismo  cuento  de  siempre,  la  historia  sin  fin,  la 
 paradoja  de  tener  un  tribunal  que  se  encarga  de  velar  por  la  democracia,  pero  no  en  sus  propias 
 dinámicas internas. 

 En  noviembre  de  2020  la  mayoría  de  los  magistrados  electorales  (según  se  dice  con 
 cuatro  de  siete  votos),  eligieron  a  José Luis  Vargas  como  el  nuevo  presidente  del  Tribunal 
 Electoral.  De  nueva  cuenta  emergen  preguntas  que  no  abonan  a  la  democracia,  ni  a  la 
 transparencia  y  ciudadanización  que  tanto  proclama  la  Sala  Superior:  ¿con  qué legitimidad 
 habla  un  tribunal  que  no  respeta  ni  a  su  propia  ley?   ¿Con  qué argumentos  la  mayoría  de  los 
 magistrados  eligieron  presidente  a  Vargas?   ¿Qué fue  lo  que  los  convenció de  que  sería  un 
 buen  presidente?   ¿Por  qué no  se  reeligió Fuentes?   ¿Su  rechazo  significa  que  fue  un  mal 
 presidente  interino?   ¿Cómo  respaldar  a  Vargas  después  de  sus  múltiples  peleas  y  sus 
 desenfrenos?   ¿Por  qué no  se  hace  pública  dicha  sesión  si  tanto  insisten  los  magistrados 
 electorales con la justicia abierta? 

 Y  es  que  el  escándalo  ha  sido  el  común  denominador  en  la  biografía  de  José Luis 
 Vargas,  su  perfil,  por  decirlo  pronto,  no  puede  corresponderse  con  lo  que  necesita  el  máximo 
 árbitro  en  materia  de  justicia  electoral  en  México.  Y  la  verdad  es  que  ya  han  bastado  un  par  de 
 meses  para  ver  su  falta  de  liderazgo,  su  auténtico  desprecio  por  las  formas  y,  sobre  todo,  su 
 tendenciosa gestión presidencial. 

 V. Conclusión 

 Nuestras  jueces  electorales  han  hecho  gala  de  su  desprecio  por  la  Constitución  al  dictar 
 sentencias  jurídicamente  insostenibles  que  suelen  servir  al  poder  en  turno.  Y  es  que, 
 independientemente  del  trabajo  que  se  pueda  llegar  a  realizar  en  los  próximos  meses,  el 
 balance  es  negativo,  la  legitimidad  de  dicha  institución  se  encuentra  por  los  suelos  y  la  retórica 
 sobre la justicia abierta no permea la práctica. 

 El TEPJF desde la lotificación, la ductilidad de su funcionamiento y la ambivalencia de 
 sus facetas institucionales 

 César Astudillo 

 I. Consideraciones preliminares 

 El  ciclo  institucional  de  25  años  transcurridos  desde  la  reforma  electoral  de  1996  constituye  una 
 invitación  a  reflexionar  sobre  los  logros  alcanzados  por  el  TEPJF.  No  es  posible  realizar  un 
 ejercicio  de  estas  características,  pero  al  menos  es  conveniente  subrayar  algunas  cuestiones 
 que han afectado el adecuado desenvolvimiento de su última y actual integración. 

 II. La creciente autoridad y el desbordante poder del TEPJF 

 Es  bien  conocido  que  fue  la  reforma  constitucional  de  1996  la  que  transformó,  en  definitiva,  la 
 identidad  del  Tribunal  Electoral,  confirmando  que  hacía  adelante  ser a  el  nuevo  depositario  de 
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 concretizar  el  mandato  legitimador  y  democratizador  contenido  en  la  Constitución  mexicana  de 
 1917. 

 Para  el  desenvolvimiento  de  esta  relevante  función  se  dotó al  TEPJF  de  un  amplio 
 sistema  de  medios  de  impugnación.  Esta  reforma,  en  definitiva,  terminó de  conferir  al  TEPJF  no 
 sólo  una  nueva  identidad,  sino  también  una  creciente  autoridad  que  buscaba  comprometer  su 
 actuación  en  beneficio  de  la  transformación  democrática  del  país,  para  lo  cual  se  le  confirió un 
 estatus  de  la  mayor  relevancia,  como  instancia  máxima  y  terminal,  con  jurisdicción  plena, 
 definitiva  e  inatacable,  cuyas  decisiones  gozan  de  la  eficacia  de  cosa  juzgada,  lo  que  las  exenta 
 de ser recurridas ante alguna autoridad nacional. 

 De  esta  manera,  desde  2003  se  afirmó  una  política  judicial  dirigida  a  la  democratización 
 interna  de  los  partidos  políticos,  lo  cual  condujo  a  que  el  TEPJF  se  afirmara  nítidamente  como 
 un  tribunal  de  partidos  políticos.  El  impacto  que  su  actuación  generó en  la  conducción  de  los 
 partidos  condujo  a  que  la  reforma  electoral  de  2007  buscara  acotar  la  intervención  del  TEPJF 
 en los asuntos partidistas, aunque la decisión no logró detener su marcha. 

 La  reforma  electoral  de  1996  otorgó  potestades  al  TEPJF  para  que  mantuviera  su  inicial 
 vocación  federal,  pero  también  para  que  se  alzara  como  una  autoridad  jurisdiccional  de  alcance 
 nacional,  pues  lo  habilitó  para  revisar  la  constitucionalidad  y  la  legalidad  de  todos  los  actos  de 
 los 

 institutos y los tribunales electorales de todo el país. 

 Las  disposiciones  de  una  legislación  cada  vez  más  restrictiva  permitieron  la  generación 
 de  un  robusto  arsenal  de  criterios  en  los  que  ha  podido  solventar  temas  de  tanta  trascendencia 
 para  el  debate  público  como  los  que  atañen  a  la  libertad  de  expresión  y  prensa,  calumnia  y 
 derecho  de  réplica,  compra  y  adquisición  de  tiempos  en  radio  y  TV,  actos  anticipados  de 
 precampaña  y  campaña,  uso  indebido  de  la  pauta,  uso  irregular  del  padrón  electoral  durante  el 
 proceso  electoral,  los  mensajes  calumniosos  y  contenidos  religiosos  en  la  propaganda,  el 
 desacato  de  las  medidas  cautelares  dictadas  por  el  INE,  y  la  salvaguarda  de  los  derechos  de 
 terceros al interior de la propaganda electoral. 

 El  cambio  sustantivo  que  la  reforma  electoral  de  2014  produjo  en  la  forma  de  organizar 
 las  elecciones  en  el  país  derivó   en  un  nuevo  llamado  para  que  el  TEPJF  coadyuvara  en  la 
 definición  de  las  competencias  y  facultades  que  corresponden  al  INE  y  las  que  se  mantienen  en 
 los  OPLE,  el  registro  de  candidaturas,  financiamiento  público  estatal,  candidaturas 
 independientes,  fiscalización,  nulidad  de  elecciones,  propaganda  genérica,  violencia  política  de 
 género,  modalidades  de  coaliciones,  potestades  de  designación  del  INE  y  del  Senado  de  la 
 República  respecto  a  la  integración  de  autoridades  electorales  locales  y  de  magistrados  locales, 
 entre otros. 

 III. El origen del problema: las cuotas y la lotificación 



 LIBRO 

 Para  alcanzar  la  magistratura  electoral  de  la  Sala  Superior  la  Constitución  exige  los  mismos 
 requisitos  que  para  ser  ministro  de  la  Suprema  Corte.  Ello  no  limita,  en  absoluto,  la  pluralidad  de 
 visiones desde las cuales pueden interpretarse las normas electorales. 

 De  esta  manera,  es  evidente  que  la  fórmula  para  potenciar  ese  pluralismo  interpretativo, 
 y  asumir  sus  efectos  virtuosos  reside  en  una  adecuada  selección  de  los  perfiles  idóneos  a 
 través  de  un  procedimiento  de  designación  robusto,  transparente  y  con  todas  las  garantías  de 
 su  regularidad.  La  última  integración  de  la  Sala  Superior  nos  pone  delante  de  un  mecanismo  de 
 designación  profundamente  politizado,  en  donde  fue  patente  el  abierto  interés  de  los  principales 
 grupos parlamentarios. 

 Dejó  mucho  que  desear  la  intervención  de  la  SCJN  en  la  selección  de  los  perfiles 
 “idóneos”  y  en  la  integración  de  las  ternas,  en  virtud  de  que  no  hizo,  y  hay  que  decirlo,  un 
 mínimo  esfuerzo  por  objetivar  y  transparentar  su  intervención  en  beneficio  de  la  solidez  de  sus 
 propuestas  en  los  últimos  25  años.  Cuando  el  Senado  se  decantó por  uno  de  los  integrantes  de 
 cada  terna,  mediante  la  votación  calificada  exigida  por  la  Constitución,  las  siete  personas 
 designadas  estuvieron  llamadas  a  asumir  el  encargo,  dos  por  un  periodo  de  3  años,  dos  por  6 
 años  y  tres  por  9  años.  Una  vez  agotada  la  votación,  el  mismo  20  de  octubre  de  2016,  los 
 magistrados  rindieron  la  protesta  constitucional  y  asumieron  el  ejercicio  del  encargo  conferido. 
 Solo  una  semana  después  se  aprobó  la  reforma  al  régimen  transitorio  aludido  para  ampliar  el 
 mandato de cuatro de los designados 

 No  debe  extrañar,  en  consecuencia,  que  desde  que  se  consumó dicha  ampliación,  las 
 cuotas  contribuyeron  a  la  lotificación  interna  del  TEPJF.  Las  repercusiones  de  este  modo  de 
 proceder  han  sido  altamente  negativas,  no  sólo  porque  han  ido  mermando  significativamente  la 
 independencia  e  imparcialidad  del  TEPJF,  sino  porque  incluso  ha  alcanzado  a  condicionar  los 
 equilibrios  internos.  El  reciente  reacomodo  de  sus  dos  bloques  internos  ha  hecho  aún  más 
 notorio  el  incremento  de  los  disensos  en  el  funcionamiento  colegiado,  plasmados  en  votaciones 
 divididas que alimentan la percepción de que lo que realmente se hace en el TEPJF es política. 

 La  lotificación  ha  institucionalizado  el  reparto  de  espacios  internos  de  la  estructura 
 orgánica,  como  condición  para  garantizar  los  equilibrios  políticos  en  su  interior,  y  como  incentivo 
 para  que  los  magistrados  respalden  a  quienes  luchan  por  asumir  la  presidencia.  La  lotificación 
 del  TEPJF,  desde  sus  impulsos  externos  e  internos,  ha  terminado  por  promover  una  dinámica 
 de funcionamiento que en nada beneficia al fortalecimiento de su autoridad. 

 IV. El manejo de las prioridades: la ductilidad de sus reglas procesales y funcionales. 

 Todo  órgano  jurisdiccional  al  que  se  le  reconozca  una  posición  de  máxima  y  última  instancia 
 jurisdiccional,  según  acontece  con  el  TEPJF,  adquiere  un  estatus  particular  que  le  dota  de  un 
 ámbito de actuación exclusivo y excluyente para dirimir cierto tipo de conflictos. 

 Los  tribunales  de  mayor  jerarquía  se  apoyan  en  un  criterio  de  selectividad  que  les  otorga 
 la  “capacidad  de  determinar  y  “manipular”  en  cierto  grado,  sus  cargas  de  trabajo.  Se  les  confiere 
 así,  un  amplio  marco  de  actuación  que  les  otorga  la  libertad  de  “decidir  sobre  qué  y  cómo 
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 decidir”,  lo  cual  supone,  por  un  lado,  una  amplia  autoridad,  pero  también  una  inexorable 
 responsabilidad  para  establecer  referentes  objetivos  que  les  permitan  acordar  los  asuntos  a 
 conocer y los casos a rechazar. 

 No  hay  duda,  en  dicho  sentido,  que  la  Sala  Superior  cuenta  con  similar  capacidad  para 
 manejar  las  reglas  orgánicas,  funcionales  y  procesales  que  rigen  su  actuación,  las  cuales  le 
 permiten  el  desenvolvimiento  de  su  actividad  bajo  una  ductilidad  acorde  con  las  distintas  facetas 
 institucionales que su competencia le permite adoptar. 

 El  TEPJF  ha  contado  con  un  importante  margen  de  adaptación,  cambio  y  acomodo  al 
 interior  de  las  cuatro  facetas  bajo  las  cuales  desempeña  su  función  constitucional,  con  plenas 
 potestades  para  atraer  hacia  sí  el  conocimiento  de  los  asuntos  en  los  que  le  interesa  hacer  valer 
 su  autoridad  como  tribunal  de  cierre  del  ordenamiento  electoral,  y  para  delegar  en  las  salas 
 regionales  y  a  la  especializada,  aquellos  en  los  que  considera  que  su  intervención  es 
 innecesaria. 

 Esta  versatilidad,  propia  de  las  distintas  expectativas  asociadas  al  mandato 
 democratizador  de  la  Constitución,  se  convierte  en  una  cuestión  problemática  cuando  no  existe 
 una  regularidad  en  la  aplicación  de  sus  reglas,  muchas  de  las  cuales  han  sido  emitidas  por  el 
 propio  TEPJF.  Tampoco  existe  claridad  en  torno  a  los  criterios  y  requisitos  para  que  los 
 magistrados,  por  su  propia  iniciativa,  den  a  conocer  sus  proyectos  de  resolución  antes  de  que  la 
 sesión  en  que  habrán  de  deliberarse  sea  convocada,  tal  y  como  aconteció en  el  caso  de 
 Puebla,  en  donde  el  magistrado  ponente  José  Luis  Vargas,  el  2  de  diciembre  de  2018, 
 utilizó sus redes sociales para publicitar su propuesta. 

 Mucho  menos  hay  reglas  que  atemperen  el  ámbito  de  discrecionalidad  de  quien  ejerza  la 
 presidencia,  para  convocar  a  sesión,  sobre  todo  cuando  a  pesar  de  que  pudiera  integrarse  el 
 quórum  necesario  para  ello.  Es  sintomático  que  existan  pocas  disposiciones  internas  para 
 regular  las  audiencias  formales  durante  la  instrucción  de  un  asunto,  y  que  exista  total  libertad 
 para que las y los magistrados acuerden reuniones de alegatos individuales con las partes 

 Se carece de reglas para: 

 ●  reducir  la  dilación  en  decretar  la  procedencia  de  los  medios  de  impugnación  de  su 
 competencia, 

 ●  el retardo en la circulación del proyecto de resolución hacia las demás ponencias, 
 ●  el  tiempo  con  que  dicho  proyecto  debe  ser  presentado  para  poder  ser  listado,  que,  en  la 

 práctica queda a la decisión de la presidencia, 
 ●  las  características  que  deben  contener  los  denominados  “asuntos  urgentes”,  y  la 

 determinación  de  la  fecha  en  que  serán  discutidos  y  resueltos,  para  que  den  oportunidad 
 de  que  la  sentencia  pueda  ser  adecuadamente  implementada  por  las  instancias 
 competentes 

 V. La ambivalencia de sus facetas institucionales: el camuflaje legitimador 



 LIBRO 

 Su  vertiente  protectora  se  constata  al  advertir  que  el  TEPJF  ha  aprobado  criterios  que  forman 
 parte  de  una  agenda  de  la  democracia  incluyente  al  ordenar  que  el  INE  resarciera  su  omisión 
 de  emitir  lineamientos  para  garantizar  el  voto  de  las  personas  privadas  de  su  libertad,  sin  haber 
 sido  sentenciados  aún,  y  más  adelante,  al  exigirle  que  aprobara  lineamientos  para  implementar 
 medidas  afirmativas  que  garanticen  el  acceso  de  las  personas  con  discapacidad  a  la 
 postulación  de  candidaturas  a  puestos  de  elección  popular  (SUP-JDC-352/2018; 
 SUP-RAP-121/2020; SUP-RAP-21/2021). 

 Su  desenvolvimiento  en  esta  vertiente  se  patentiza  igualmente,  al  modificar  la  resolución 
 de  la  Sala  Regional  de  la  Ciudad  de  México,  para  dejar  sin  efecto  el  Decreto  del  Congreso  de  la 
 Ciudad  de  México,  que  había  pretendido  derogar  la  figura  del  diputado  migrante  de  la 
 legislación local (SUP-REC-88/2020) 

 Imbuida  en  esta  pretendida  identidad,  la  Sala  Superior  ha  cometido  notables  desvaríos. 
 Dentro  de  ellos  destaca  el  caso  del  “Bronco”,  y  el  aval  a  su  candidatura  independiente  para  que 
 pudiera  instalarse  en  la  boleta  presidencial  de  2018.  Es  bien  conocido  que  el  INE  determinó  que 
 el  gobernador  de  Nuevo  León  no  había  reunido  los  apoyos  ciudadanos  requeridos.  Pero  lejos 
 de  ordenar  a  éste  resarcir  el  derecho  vulnerado  para  darle  a  conocer  las  irregularidades  y  que 
 se  pudieran  subsanar,  la  Sala  prefirió  otorgarle  directamente  los  apoyos  faltantes  para  que 
 estuviera en condiciones de competir (SUP-JDC-186/2018 y acumulado, SUP-JDC-201/2018) 

 La  Sala  Superior,  en  votación  dividida  4-3,  determinó que  la  actuación  del  INE  había 
 vulnerado  los  derechos  del  aspirante.  Resulta  particularmente  extra o,  por  ejemplo,  que  en  el 
 caso  del  Fideicomiso  “Por  los  demás”,  instituido  por  Morena  después  de  los  sismos  de 
 septiembre  de  2017,  la  Sala  Superior,  contraria  a  sus  criterios  jurisprudenciales  y  prácticas 
 anteriores  de  devolver  el  asunto  para  una  más  profunda  investigación  de  los  hechos 
 denunciados  haya  decidido  anular  la  multa  impuesta  por  el  INE  a  dicho  instituto  político,  que 
 rondaba  en  cerca  de  los  200  millones  de  pesos  (SUP-RAP-209/2018  y  acumulado 
 SUP-RAP-215/2018) 

 Asimismo,  contrario  al  impulso  en  favor  de  la  democratización  y  la  plena  vigencia  de  las 
 normas  estatutarias  de  los  partidos,  la  Sala  Superior  dispuso  la  renovación  de  la  dirigencia 
 nacional  de  Morena,  en  lo  concerniente  a  la  presidencia  y  la  secretar a  general,  ordenando  que 
 la  misma  se  llevara  a  cabo  a  través  de  una  “encuesta  abierta,  un  método  que  no  se  encontraba 
 estipulado  de  esta  forma  en  sus  estatutos  y  que  paradójicamente  había  sido  públicamente 
 recomendado  por  el  presidente  de  la  República  en  una  de  sus  apariciones  mañaneras 
 (SUP-JDC-1237/201) 

 Tampoco  debe  perderse  de  vista  que  previo  al  inicio  del  actual  proceso  electoral,  el 
 TEPJF  confirmó  la  resolución  del  INE  por  virtud  de  la  cual  se  otorgó el  registro  al  Partido 
 Encuentro  Social  —PES—,  como  partido  político  nacional.  La  resolución,  sin  embargo,  sienta 
 un  precedente  muy  negativo  para  la  laicidad  del  Estado  (SUP-RAP-75/2020  y 
 SUP-RAP-76/2020) 



 LIBRO 

 La  actual  integración  ha  procedido  con  una  enorme  laxitud  hermenéutica  a  revisar  y 
 revocar,  por  ejemplo,  los  lineamientos  de  “cancha  pareja”  emitidos  por  el  INE.  A  pesar  de  que 
 dichas  directrices  representaban,  en  buena  medida,  la  sistematización  de  los  criterios  que  bajo 
 las  dos  integraciones  anteriores  habían  sido  confirmados  por  el  propio  TEPJF 
 (SUP-RAP-232/2017 y acumulados). 

 De  particular  relevancia  resulta  el  recurrente  aval  de  la  Sala  Superior  para  que  las 
 conferencias  mañaneras  del  presidente  de  la  República  continúen  su  transmisión  en  el  contexto 
 de  los  procesos  electorales.  Así sucedió  en  2020,  cuando  revocó el  acuerdo  del  INE  que 
 buscaba restringir su transmisión (SUP-REP-20/2021). 

 Las  mayores  ambigüedades  del  TEPJF  se  han  presentado  en  su  papel  de  tribunal  de  las 
 elecciones.  La  falta  de  regularidad  en  el  seguimiento  de  sus  propios  precedentes  ha  hecho  que 
 la  actual  integración  caiga  en  recurrentes  vuelcos  a  la  hora  de  interpretar  la  cadena  de  actos 
 que se amalgaman en torno a los procesos electorales. 

 Pero  llaman  la  atención  los  temas  de  mayor  contenido  político.  En  esta  última  etapa,  por 
 ejemplo,  las  elecciones  de  órganos  representativos  de  naturaleza  colegiada  han  permitido  el 
 despliegue  de  un  discrecional  ejercicio  de  reasignación  de  curules,  sindicaturas  y  regidurías  a 
 partir  de  la  incorporación  de  un  pretendido  efecto  corrector  de  los  sistemas  electorales  orientado 
 hacia  la  supuesta  búsqueda  de  una  representación  proporcional  pura.  Esta  forma  de  proceder 
 ha  dotado  al  TEPJF  de  un  alto  margen  de  libertad  para  reconfigurar  los  sistemas  electorales 
 previstos en las Constituciones y leyes electorales locales. 

 No  deja  de  ser  sintomático  que,  desde  la  anterior  integración,  el  TEPJF  haya  procedido 
 a  anular  elecciones,  como  en  el  caso  de  las  elecciones  de  gobernador  de  Colima  en  2015,  bajo 
 una  lógica  argumentativa  que  se  fue  apartando  del  estándar  establecido  en  su  propia 
 jurisprudencia 

 VI. Reflexiones conclusivas. Del Tribunal Electoral del poder a la jurisdicción electoral 

 Con  su  actuación  en  estos  últimos  años,  la  integración  actual  ha  contribuido  a  exacerbar  la 
 politización  de  la  justicia,  empeñada  en  buscar  fórmulas  de  compromiso  para  legitimarse  ante  el 
 poder,  llevándola  a  enarbolar  la  narrativa  de  los  derechos  frente  a  la  clase  política,  y  a  exaltar  el 
 discurso democrático para mantener su confianza y credibilidad frente a la sociedad. 

 A  25  años  de  vida  institucional,  es  urgente  rescatar  la  autoridad  del  TEPJF  para  volver  a 
 situarlo  en  ese  espacio  de  actuación  de  enorme  privilegio  desde  el  cual  asuma,  una  vez  más,  la 
 tutela  de  la  participación  política  de  las  personas  mediante  el  aseguramiento  de  los  derechos 
 que le son inherentes en el ámbito público. 


